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LA CASACIÓN EN EL FONDO EN PLENO: 
UN BALANCE TRAS TREINTA AÑOS

THE CASSATION APPEAL 
IN PLENARY SESSION: 
AN ASSESSMENT AFTER THIRTY YEARS

Echeverría-Reyes, Matías*

Resumen

Incorporado en la Ley n.º 19374 de 18 de febrero de 1995, el art. 780 del Código de 
Procedimiento Civil, que permite que el Pleno de la Corte Suprema pueda conocer 
un recurso de casación en el fondo en casos de dispersión jurisprudencial origi-
nados en la propia Corte, ha sido escasamente aplicado y su impacto en la pro- 
ducción de pautas generalizadas de interpretación de leyes que inciden en mate- 
rias civiles y comerciales es en la práctica nulo. Lo anterior fue anticipado de 
manera temprana por una parte de la doctrina nacional. Lo que no fue previsto 
por esta doctrina es que, en aquellos pocos casos en que el Pleno de la Corte Su- 
prema conoció de recursos de casación en el fondo las salas en casos posteriores 
harían caso omiso de las doctrinas sentadas por el Pleno sin dar mayores expli- 
caciones, poniendo en entredicho no solo la igualdad ante la ley, sino, también, 
la predictibilidad de la interpretación y aplicación de importantes instituciones 
del derecho privado chileno. El artículo ofrece una explicación acerca de cómo se  
obtuvieron los resultados antes descritos, y finaliza con una defensa de los propó-
sitos de unificación de jurisprudencia que subyacen a este mecanismo procesal.
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Abstract

Article 780 of  the code of  civil procedure, incorporated into Law No. 19374 of  
February 18, 1995, which allows the Supreme Court in plenary session to hear 
cassation appeals in cases of  jurisprudential dispersion originating within the 
Court itself, has been scarcely applied, and its impact on the development of  ge-
neralized guidelines for the interpretation of  laws affecting civil and commercial 
matters is practically nil. This was anticipated early on by some Chilean legal 
scholars. What these scholars failed to foresee is that, in the few cases where the Su-
preme Court in plenary session heard cassation appeals, subsequent lower courts 
would disregard the doctrines established by the Court without further expla-
nation, thus calling into question not only equality before the law but also the 
predictability of  the interpretation and application of  important institutions of  
Chilean private law. The article offers an explanation of  how the aforementioned 
results were obtained and concludes with a defense of  the jurisprudence unifi-
cation purposes underlying this procedural mechanism. 

Keywords: Supreme Court; plenary session; jurisprudential dispersion; juris-
prudence unification

“La donna è mobile
Qual piuma al vento,

Muta d’accento
E di pensiero”

Giuseppe Verdi, Rigoletto, 1851

I. Un caso conocido 
a modo de introducción

En el mes de mayo de 2024 la Corte Suprema dictó sentencia en S. con Emp. 
Transportes de Pasajero Metro1. Tal sentencia se inscribe en una seguidilla de ca- 
sos decididos por la Corte dentro del conocido debate acerca del momento en que  
tiene lugar la interrupción civil de la prescripción extintiva de acciones civiles.

Hasta dicho momento la Corte Suprema se había pronunciado a través de sus 
distintas salas en otros casos que presentaban la misma discusión jurídica, situada 
alrededor de la interpretación conjunta de lo dispuesto en los arts. 2503 y 2518  
del Código Civil 2. En algunos casos, la Corte Suprema adoptó la postura según la  

1 S. con Emp. Transportes de Pasajero Metro (2024).
2 Código Civil, art. 2503: “Interrupción civil es todo recurso judicial intentado por el que se pre- 

tende verdadero dueño de la cosa, contra el poseedor.
Sólo el que ha intentado este recurso podrá alegar la interrupción; y ni aun él en los casos si- 

guientes:
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cual la interrupción civil de la prescripción extintiva se configuraba con la sola 
presentación de la demanda, lo que se corresponde con la denominada “tesis de la 
acción”. Esta tesis ha sido defendida en su mayoría por la tercera3 y cuarta salas4.  
En otros casos, la Corte adhirió a una postura según la cual la presentación de la 
demanda no basta por sí sola para lograr el mismo propósito, sino que requería,  
además, de la notificación válida de la demanda, conociéndose esta doctrina como 
la “tesis de la notificación”. Esta tesis había sido defendida hasta entonces por la  
primera sala5.

La sentencia que recayó en S. con Emp. Transportes de Pasajero Metro, sin 
embargo, no era tan solo un capítulo más de esta novela judicial que hasta enton- 
ces no parecía tener fin, sino que tiene una particularidad que la distingue de los 
casos que la preceden: para conocer y resolver de un recurso de casación en el fon- 
do presentado por la parte demandante, en contra de la sentencia de segunda ins- 
tancia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago que, inclinándose por la  
tesis de la notificación, revocó la sentencia de primera instancia y rechazó la de- 
manda, esta vez la Corte Suprema se reunió en pleno6. 

La parte demandada, por su parte, teniendo consciencia de que las distintas 
salas de la Corte Suprema habían resuelto en el pasado casos similares al suyo ex-
poniendo soluciones diversas, invocó lo dispuesto en el art. 780 del Código de Proce- 
dimiento Civil, que señala:

“interpuesto el recurso de casación en el fondo, cualquiera de las partes 
podrá solicitar, dentro del plazo para hacerse parte en el tribunal ad quem, 

1º. Si la notificación de la demanda no ha sido hecha en forma legal;
2º. Si el recurrente desistió expresamente de la demanda o se declaró abandonada la instancia; 
3º. Si el demandado obtuvo sentencia de absolución.
En estos tres casos se entenderá no haber sido interrumpida la prescripción por la demanda”.
Art. 2518 del Código Civil: “La prescripción que extingue las acciones ajenas puede interrum

pirse, ya natural, ya civilmente.
Se interrumpe naturalmente por el hecho de reconocer el deudor la obligación, ya expresa, 

ya tácitamente.
Se interrumpe civilmente por la demanda judicial; salvos los casos enumerados en el artículo 

2503”.
3 Véase en este sentido: T.A.M.L. con Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota (2019); M.P.D. 

con Hospital Claudio Vicuña San Antonio (2021); Servicio de Salud Concepción con G.F.J.A. y 
otra (2022); Bosques Arauco S.A. con Fisco de Chile (2022).

4 Véase en este sentido: V.C.L.A. con M.F.C. (2016); Constructora Intecpa Ltda. con P.P.S. 
(2017), Automotores SpA con R.N.K.C. (s) (2020).

5 Véase en este sentido: M.D.J., M.C.G., M.C.E., M.C.D. con D.V.R. (2017); Yanquiray Ayun 
Egis, Inmobiliaria, Asesoría Empresarial y Comercial Limitada con SERVIU Araucanía (2019); 
P. con M. (2022); Helical Group SpA con SCM Atacama Kozan (2022); G. con Q. y otro (2022).

6 De conformidad con el art. 95 del Código Orgánico de Tribunales la Corte Suprema funciona 
dividida en salas especializadas o en pleno. La función en pleno tiene lugar con la concurrencia  
de once de sus miembros a lo menos.

Artículos de doctrina
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que el recurso sea conocido y resuelto por el pleno del tribunal. La peti- 
ción sólo podrá fundarse en el hecho que la Corte Suprema, en fallos di- 
versos, ha sostenido distintas interpretaciones sobre la materia de dere
cho objeto del recurso”. 

De esta manera, sería el Pleno de la Corte Suprema el que conocería y falla-
ría el recurso de casación en el fondo elevado por las partes, y no una de las salas.

Asimismo, los veintiún ministros de la Corte Suprema que estaban llamados 
en un principio a decidir, debían señalar, en definitiva, si la sentencia de segunda 
instancia objeto del recurso había infringido la ley con influencia sustancial en 
lo dispositivo del fallo7. Considérese para los propósitos de este artículo que una  
sentencia se dicta con infracción de ley cuando, en la sentencia, la ley se interpre
ta y aplica erróneamente8.

En el caso en cuestión, las dos tesis jurídicas existentes respecto del momento 
en que se interrumpe civilmente la prescripción de las acciones civiles son an-
tagónicas e incompatibles entre sí. El Pleno de la Corte Suprema, como Corte 
de Casación, debía, entonces, indicar –sin existir espacio para ambigüedades o 
compromisos– cuál de las dos doctrinas posibles se correspondía con la correcta 
interpretación de la ley aplicable9, y cual debía ser descartada como errónea. 

7 Código de Procedimiento Civil, art. 767: “El recurso de casación en el fondo tiene lugar contra sen- 
tencias definitivas inapelables y contra sentencias interlocutorias inapelables cuando ponen término 
al juicio o hacen imposible su continuación, dictadas por Cortes de Apelaciones o por un tribunal 
arbitral de segunda instancia constituido por árbitros de derecho en los casos en que estos árbitros 
hayan conocido de negocios de la competencia de dichas Cortes, siempre que se hayan pronun- 
ciado con infracción de ley y esta infracción haya influido substancialmente en lo dispositivo de 
la sentencia”.

8 Hasta cierto punto, la determinación de qué puede valer como infracción de ley puede ser 
problemática. Raúl Núñez y Álvaro Pérez-Ragone, siguiendo la doctrina mayoritaria, señalan que  
es posible infringir la ley de, al menos, tres maneras distintas:

“1. Contravención formal de la ley, es decir, aquellos en que el tribunal a quo prescinde 
de la ley o falla en oposición a texto expreso de la ley.

2. En los casos de errónea interpretación de la ley, es decir, cuando el tribunal a quo da  
un alcance diverso al debería haber dado por la aplicación de las normas de interpretación, con
tenidas en el CC respecto a la interpretación de las leyes y de los contratos.

3. En los casos de falsa aplicación de la ley, que puede producirse cuando la ley se aplica a 
un caso no regulado por la norma, o cuando el tribunal prescinde de la aplicación de la ley para  
los casos en que aquella se ha dictado. En definitiva, en estos casos existirá un error en la determina- 
ción o conformación del supuesto de hecho de la norma jurídica”. Núñez y Pérez-Ragone (2015), 
pp. 333-334. 

Véase en el mismo sentido Mosquera y Maturana (2010), pp. 354-355.
Alejandro Romero, Maite Aguirrezábal y Jorge Baraona agregan una cuarta forma de in

fringir la ley, consistente en la infracción a las leyes reguladoras de la prueba. Véase Romero, Agui- 
rrezábal y Baraona (2008), p. 233.

9  Que la labor de la Corte Suprema cuando conoce de un recurso de casación en el fondo con- 
siste en dirimir cuál es la correcta interpretación de la ley aplicable al caso, de manera tal de poder 
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La cuestión respecto de la cual la Corte Suprema debía tomar una posición se 
presenta en términos binarios: o es una interpretación la correcta o lo es la otra. 
Si la sentencia de segunda instancia invocaba la doctrina jurídica incorrecta para 
decidir el conflicto suscitado entre las partes, ella infringía efectivamente la ley, 
debiendo ser anulada para dictarse, de inmediato, una sentencia de reemplazo, 
sin nueva vista, pero separadamente, que sí aplicare de manera correcta la ley en 
el sentido definido por el Pleno.

La decisión del Pleno en S. con Emp. Transportes de Pasajero Metro, en de- 
finitiva, no trajo mayores sorpresas. En una decisión nueve a seis, el voto de ma
yoría adhirió a la tesis de la notificación, que se estimaba hasta entonces como ma- 
yoritaria, reiterando los principales argumentos a favor dicha tesis que habían 
sido expuestos con anterioridad en fallos pronunciados por la primera sala de la  
Corte Suprema, pero también añadiendo algunas opiniones de académicos del  
medio en soporte de esta tendencia. La sentencia de segunda instancia se inclinó 
por la tesis de la notificación y aquella fue confirmada por el Pleno de la Cor- 
te Suprema, desechándose la idea de que tal resolución judicial se habría dictado 
con infracción de ley, rechazándose el recurso de casación en el fondo presentado 
por el demandante, que sostenía la tesis alternativa.

Con este fallo del Pleno, entonces, parecía que quedaba zanjada la discusión 
acerca de cuál es la interpretación correcta de las leyes que gobiernan la deter-
minación del momento de la interrupción civil de la prescripción.

O al menos hasta el mes de marzo de 2025. Porque casi diez meses después 
del fallo dictado por el Pleno, la cuarta sala de la Corte Suprema resolvió exacta-
mente en el sentido contrario al sostenido en Santibáñez con Emp. Transportes 
de Pasajero Metro. Así, en Pachón Transportes y Servicios Limitada con Minera 
Pacific West Resources Limitada10, un caso donde también se discutía el momen
to en que se interrumpía civilmente la prescripción, la cuarta sala señaló que la  
correcta interpretación de la ley aplicable a dicha institución era aquella que coin- 
cide con la tesis de la acción.

Más allá de la exposición de algunos argumentos clásicos que respaldan la tesis 
de la acción, salta a la vista que el fallo de la cuarta sala en ningún momento men-

evaluar si en la sentencia impugnada se ha infringido la ley con influencia sustancial en lo dispositivo 
del fallo, está implícito en el razonamiento de la Corte en esta sentencia, cuando señala el voto de  
mayoría en su considerando 9.°: “al efecto, esta Corte en diversas oportunidades ha sostenido que 
la correcta interpretación de las normas antes citadas es aquella que considera que la interrupción civil del 
plazo de prescripción extintiva se produce con la notificación judicial de la demanda” (énfasis agre- 
gado). El voto de minoría de los ministros Muñoz G., Brito, Muñoz S., Vivanco, Ravanales y Sim- 
pértigue en su considerando 3.° parece revelar el mismo entendimiento. 

Destacando que mediante la sentencia dictada por el Pleno de la Corte Suprema en virtud del 
art. 780 del Código de Procedimiento Civil se opta por una solución entre varias contradictorias, véase  
también Romero (2004), p. 112 y Romero (2013), pp. 187-188.

10 Pachón Transportes y Servicios Ltda. con Minera Pacific West Resources Limitada (2025).

Artículos de doctrina
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ciona el hecho de la existencia de un reciente pronunciamiento del Pleno sobre  
la misma materia, ni menos la explicitación de razones acerca de por qué se justi- 
fica que ella se aparte de lo argumentado por el Pleno. 

Con todo, esta no es la primera vez que una sala de la Corte Suprema ha he- 
cho caso omiso o desconocido las doctrinas jurídicas sostenidas por el Pleno en 
sentencias anteriores, un fenómeno que, desde luego, pone en cuestionamiento 
la coherencia interna de nuestro ordenamiento jurídico y la predictibilidad de la  
toma de decisiones en materias de derecho privado chileno por los tribunales de  
justicia.

¿Cómo es que el ordenamiento jurídico chileno pudo dar origen a esta ex- 
traña situación? 

El objetivo de este trabajo consiste en medir el rendimiento del mecanismo de 
unificación de jurisprudencia contemplado en el art. 780 del Código de Procedimiento 
Civil, tras haber transcurrido treinta años de haber sido introducido a través de la 
publicación de la Ley n.° 19374 de 18 de febrero de 1995.

Adelanto, desde ya, y sin mayores sorpresas, que dicho rendimiento ha sido 
más bien pobre, lo que fue anticipado de manera temprana por una parte de la 
doctrina procesal nacional. En número, las sentencias dictadas por el Pleno de la 
Corte Suprema son sorprendentemente escasas. En sus efectos, las doctrinas jurí- 
dicas sostenidas en las sentencias del Pleno fueron desconocidas por las propias 
salas de la Corte Suprema en sentencias posteriores, por lo que se puede decir con 
cierta seguridad que el art. 780 del Código de Procedimiento Civil no cumplió con sus 
propósitos.

Más interesantes resultan las razones que explicarían este desempeño, las que 
constituyen las hipótesis centrales de este trabajo, entre las cuales se encuentran el 
que, como predijo la doctrina, la especialización de las salas de la Corte Suprema 
en virtud de la Ley n.° 19374 mitigaría en gran parte el riesgo de dictación de sen- 
tencias cuyo contenido fuere contradictorio entre sí por las distintas salas y que, 
considerando que el conocimiento de un recurso de casación en el fondo por el  
Pleno requiere de una solicitud de parte, los actores no han demostrado mayor in- 
terés en ello. Este artículo propone, asimismo, que la Corte Suprema no ha sido 
capaz de sentar precedentes jurisprudenciales sólidos, lo que quedó demostrado 
cuando las salas desestimaron las sentencias del Pleno, no por faltar alguna dis
posición legal que permitiere aquello, sino porque la propia Corte Suprema no 
cree que su propósito o función consista en sentar precedentes.

II. Un poco de historia: 
la Ley n.° 19374 de 18 de febrero de 1995

Poco después de la vuelta a la democracia, a fines del año 1992 el gobierno de Pa- 
tricio Aylwin presentaría en el Congreso Nacional un proyecto de ley que intro
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ducía cambios significativos en la composición, organización y atribuciones de  
la Corte Suprema y dos de los más importantes recursos de los que conoce dicho 
tribunal, a saber: el recurso de queja y el de casación en el fondo. Detrás de la mo- 
ción en cuestión existía un esfuerzo por promover una modernización profunda 
del Poder Judicial y de la Corte Suprema, respecto de los cuales se sostenía que 
no estaban respondiendo a las necesidades de acceso a la justicia existentes en 
ese entonces.

El diagnóstico que presentó en el Congreso el entonces asesor del Ministerio 
de Justicia, Jorge Correa, respecto de este proyecto de ley, era uno de crisis del Po- 
der Judicial en general, y de la Corte Suprema en particular. Esta consideración 
se basaba en la constatación de que la Corte Suprema había dejado de lado su 
labor primordial de ser un “órgano creador de jurisprudencia estable y fundada” 
mediante el conocimiento y fallo del recurso de casación en el fondo, porque en lu- 
gar de lo anterior estaba principalmente ocupada de conocer de recursos de queja11.

Los litigantes de la época, en efecto, preferían, en su mayoría, presentar re
cursos de queja ante la Corte Suprema, un recurso de naturaleza disciplinaria y 
no jurisdiccional en lugar del recurso de casación en el fondo, por estimarse que 
este último era un recurso “formalista”, queriendo ello significar que los requisi
tos de interposición de tal recurso resultaban difíciles de satisfacer. En consecuen
cia, los recursos de casación en el fondo presentaban escasas probabilidades de 
ser declarados admisibles en el examen de admisibilidad practicado por la Cor- 
te Suprema, reflejado en los resultados estadísticos de los estudios existentes a la 
época, y menos aún de ser acogidos. Por esta razón, algunos autores de la épo- 
ca señalaban que la casación en el fondo se encontraba en franca decadencia12.

El recurso de queja, por el contrario, se vislumbraba como una vía segura pa- 
ra que los litigantes accedieren a la Corte Suprema, mucho menos formalista 
en comparación que la casación en el fondo, lo que generó que este tribunal se 
viera sobrecargado de trabajo frente a la innumerable cantidad de esta clase de 
recursos que los litigantes presentaban, año a año, produciendo un notable atraso 
en el trabajo de la Corte13. Lo anterior le valió a la Corte Suprema el apodo de 
Corte de Queja” en lugar de “Corte de Casación”, entre los abogados de la pla- 
za. 

11 Véase Historia de la ley, disponible en www.bcn.cl/historiadelaley/nc/historia-de-la-ley/ 
6894/ [fecha de consulta: 19 de julio de 2026].

12 Piedrabuena (1996), p. 53.
13 Para graficar este fenómeno, el asesor del Ministerio de Justicia, Jorge Correa, expuso ante  

la Comisión de Constitución del Senado que un estudio estadístico de la Corte Suprema que abar- 
caba las causas ingresadas ante la Corte entre los años 1985-1989 arrojaba que, en 1985, de un total  
de 5 272 causas, 2 499 correspondieron a recursos de queja y 804 a recursos de casación, y que, en  
1989, de un total de 4 708 causas, 2 325 fueron quejas y 573 casaciones. Véase Historia de la ley, dis- 
ponible en www.bcn.cl/historiadelaley/nc/historia-de-la-ley/6894/ [fecha de consulta: 19 de julio 
de 2026].
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Dicho atraso en la labor jurisdiccional de la Corte desde luego no era el úni- 
co problema que generaba la presentación masiva de recursos de queja en des-
medro de la casación en el fondo. El hecho de que los litigantes prefirieran la in-
terposición del recurso de queja ante la Corte Suprema traía como consecuencia  
que la Corte no se desempeñara en su papel más propio, de ser una Corte de Ca-
sación, mediante el cual le corresponde anular aquellas sentencias de tribunales  
inferiores que se hubieren dictado con infracción de ley con influencia sustancial 
en lo dispositivo del fallo, y que a través de sus fallos sucesivos dieren origen a una 
jurisprudencia que permitiere conocer la correcta interpretación de las leyes.

Considerando este escenario, la futura Ley n.° 19374 incorporaría como uno 
de sus objetivos centrales recuperar para la Corte Suprema lo que se estimaba que 
era su verdadero papel en el sistema jurídico chileno:  

“aquel que le fuera asignado en la Ley de Organización de Los Tribuna-
les de 1875 y en el Código de Procedimiento Civil y que consiste en ser  
un órgano creador de jurisprudencia estable y fundada, para así fortalecer 
los principios de igualdad y certeza jurídica; permitir el cuidado y actua- 
lización del derecho, y, en definitiva, asentar el poder los Tribunales en su rol 
más propio de fijar el sentido y alcance de las normas jurídicas”14.

Para alcanzar dicho objetivo la ley no solo se planteaba una reforma sustanti-
va a la regulación de los recursos de queja y de casación en el fondo, privando al  
último del excesivo formalismo que lo caracterizaba mientras restringía la pro- 
cedencia del primero, sino que, además, se introducirían modificaciones profun-
das a la composición y modo de funcionamiento de la Corte Suprema. En primer 
lugar, mediante un aumento del número de ministros que integrarían la Corte,  
pasando de diecisiete a veintiuno15. Pero aún más significativo, en segundo lugar, 
mediante la reorganización del funcionamiento ordinario de la Corte en salas 
especializadas. Cada una de estas conocería de distintas parcelas del ordenamien- 
to jurídico chileno, la primera civil, la segunda penal, la tercera laboral y previsio- 
nal, y la cuarta aquellas que no fueren las anteriores, en oposición a la situación  
existente en ese entonces donde las distintas salas de la Corte Suprema podían co
nocer de una generalidad de asuntos pertenecientes a distintas áreas del derecho.

Aquí, la especialización de las salas de la Corte Suprema cumplía dos pape
les importantes. 

En primer lugar, se esperaba una mayor celeridad en la resolución de los dis- 
tintos asuntos de conocimiento de la Corte Suprema, bajo la asunción de que se- 

14 Véase Historia de la ley, disponible enwww.bcn.cl/historiadelaley/nc/historia-de-la-ley/ 
6894/ [fecha de consulta: 19 de julio de 2026].

15 Esta modificación propuesta por el Ejecutivo no prosperó durante la tramitación de la Ley 
n.° 19374 de 1995, pero sí fue introducida mediante la publicación de la posterior Ley n.° 19708 
de 2001.
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ría más fácil para los ministros integrantes de las salas especializadas trabajar solo 
en aquellos asuntos coincidentes con las áreas del derecho de sus especialidades 
o afinidades, con la esperanza de sacar a la Corte Suprema de la situación de 
atochamiento en el trabajo en la que se encontraba16. 

En segundo lugar, al asignarse a las distintas salas el conocimiento de procedi-
mientos y recursos vinculados a diferentes áreas del derecho, al modo de compar-
timientos estancos, se volvía más improbable que la jurisprudencia producida por 
las distintas salas entrare en conflicto o fuere contradictoria entre sí. Al respecto, y 
como destacaba la entonces ministra de Justicia Soledad Alvear, la disparidad de 
criterios sostenidos por las distintas salas –no especializadas– respecto de asuntos 
de idéntica naturaleza era un fenómeno común hacia la época. Esto generaba con- 
fusión e incerteza entre los miembros de la comunidad jurídica acerca de qué es lo 
que constituye el derecho vigente, y era un elemento del que se aprovechaban los 
litigantes que tenían influencia en la Corte para que sus causas fueran vistas en la 
sala que sostuviere el criterio que les resultaba favorable. Todo lo anterior, con el 
consiguiente desprestigio de la labor e imagen de la Corte Suprema17.

Ahora bien, el proyecto de ley que fue presentado por el gobierno al Congre-
so Nacional no solo permitía el funcionamiento ordinario de la Corte Suprema 
en estas cuatro salas especializadas, sino que, también, autorizaba un funciona-
miento extraordinario cuando así lo requiriere el presidente de la Corte, median-
te una modificación al Código Orgánico de Tribunales, en su art. 10118. Este último  

16 En línea con lo anterior, desde el análisis económico del derecho, Raúl Núñez y Nicolás Ca- 
rrasco señalan que la especialización “busca reducir el costo del error por medio de la adopción de  
decisiones menos intuitivas y más razonadas. Existen ciertos sesgos de rapidez asociativa, de faci- 
lidad cognitiva, de formación de conclusiones intuitivas y de errores metodológicos que son más 
factibles de cometer por personas menos entrenadas que otras. La especialización, en ese contexto, 
facilita que los jueces razonen de manera más sopesada y den menos espacios para la sorpresa y apli- 
cación de esos sesgos en comparación con jueces que posean conocimientos generales”. Núñez 
y Carrasco (2022), p. 77.

17 Véase Historia de la ley, disponible en www.bcn.cl/historiadelaley/nc/historia-de-la-ley/ 
6894/ [fecha de consulta: 19 de julio de 2026].

18 La modificación legal propuesta al art. 101 del Código Orgánico de Tribunales era la siguiente: 
“Artículo 101.- Cada una de las salas de la Corte Suprema, integradas por su fiscal o abogados in- 
tegrantes, podrá ampliarse extraordinariamente a dos salas para el conocimiento de los asuntos 
que respectivamente les corresponda, cuando el Presidente de la Corte Suprema así lo determine. 
La distribución de los Ministros en cada una de estas dos salas se efectuará por sorteo entre los in- 
tegrantes de la sala dividida.

Producida la división extraordinaria de las salas, el Tribunal designará los relatores interinos 
que estime necesarios, quienes gozarán durante el tiempo en que sirvieron el cargo de igual remu- 
neración que los propietarios.

En el caso que se generen diferencias de interpretación entre las salas divididas sobre similares 
normas jurídicas o que una de ellas quiera variar una doctrina establecida con anterioridad por 
el tribunal, a petición de cualquiera de sus Presidentes se constituirán los miembros de ambas en 
sesión plenaria, debiendo resolver en conjunto la cuestión”.
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modo de funcionamiento consistía en que las distintas salas se “ampliaran” o, más 
bien, se “subdividieran” en dos “subsalas”, que sesionarían con tres ministros de 
Corte cada una, encontrándose detrás de esto la idea de que así la Corte traba-
jaría de manera más expedita en su esfuerzo por salir de su atraso. 

Pero, como bien advirtieron los legisladores de la época podía suceder que las 
distintas salas subdivididas propias del funcionamiento extraordinario generaren 
diferencias de interpretación respecto de cuestiones jurídicas similares, como 
ocurría bajo la vigencia del régimen de funcionamiento de salas no especializadas 
de la Corte Suprema. Para sortear dicho problema, el proyecto de ley preveía 
que, a petición de cualquiera de los presidentes de las salas subdivididas, todos 
los ministros de las distintas salas subdivididas volvieran a constituirse en sesión 
plenaria de la misma sala para conocer y resolver el asunto en el que existiere 
esta disparidad de criterios interpretativos de la ley.

Luego, si bien esta propuesta concreta del Ejecutivo fue rechazada en la 
Comisión de Constitución del Senado, que opuso una resistencia tenaz a la idea 
de que la Corte Suprema funcionare dividida en salas especializadas –funciona- 
miento ordinario y extraordinario incluidos– y se aumentare el número de minis-
tros a veintiuno19, a continuación dicha Comisión, recogiendo la legítima preo-
cupación del Ejecutivo, por los efectos nocivos de la dispersión jurisprudencial 
originada en la propia Corte, propuso el texto actual del art. 780 del Código de Proce- 
dimiento Civil, como un reconocimiento a la necesidad de

“establecer un mecanismo encaminado a contribuir a lograr una mayor 
uniformidad en la jurisprudencia –que es uno de los propósitos del pro-
yecto–, permitiendo que se pueda solicitar que resuelva el pleno, en caso 
de que el máximo tribunal, en distintos fallos, haya sostenido interpre- 
taciones diferentes sobre la materia de derecho en que incide el recurso”20.

19 El argumento que opuso la Comisión de Constitución del Senado, siguiendo las ideas ex
puestas en un informe evacuado por la Corte Suprema durante la tramitación de la ley, fue que la 
especialización de las salas de la Corte Suprema equivaldría a crear en los hechos tantas cortes como  
salas hubiere, lo que conspiraría en contra de su labor consistente en orientar la función judicial na- 
cional a través de sus fallos, entendiendo que para desarrollar de manera adecuada tal tarea los jue- 
ces de la Corte debían ser “generalistas”, es decir, tener un entendimiento amplio, “global e in
tegral” de las diversas áreas del derecho, que se interrelacionan entre sí en cada uno de los asuntos 
sometidos a su conocimiento. Por el contrario, para la Corte Suprema, no existía problema en que 
los tribunales de primera o, incluso, de segunda instancia estuviesen integrados por jueces “espe- 
cialistas” en áreas distintivas del derecho, puesto que la misión de aquellos no consistía en unificar la  
jurisprudencia.Véase Historia de la ley, disponible en www.bcn.cl/historiadelaley/nc/historia-de- 
la-ley/6894/ [fecha de consulta: 19 de julio de 2026]. 

20 Véase Historia de la ley, disponible en www.bcn.cl/historiadelaley/nc/historia-de-la-ley/ 
6894/ [fecha de consulta: 19 de julio de 2026]. 
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Fue esta propuesta de la Comisión de Constitución del Senado, el nuevo art. 780 
del Código de Procedimiento Civil, la que prosperó y que se mantuvo incólume a lo 
largo de la tramitación del proyecto de ley, incluso cuando la modificación al fun- 
cionamiento ordinario de la Corte Suprema en salas especializadas fue reincor
porada con posterioridad por la comisión mixta luego de un arduo debate.

Con todo, no se puede dejar de notar que existen diferencias sustanciales entre 
una y otra propuesta respecto del modo de combatir el riesgo de producción de 
jurisprudencia contradictoria emanada de la Corte Suprema. 

De manera evidente, la propuesta del Ejecutivo y de la Comisión de Cons-
titución del Senado obedecen al mismo propósito, pero la idea del Ejecutivo se 
encontraba inserta en una modificación al modo de funcionamiento de la Cor- 
te Suprema regulado en el Código Orgánico de Tribunales que era independiente del  
procedimiento o recurso particular que le tocare conocer, pudiendo recibir apli
cación en materias de la más diversa naturaleza, mientras que el art. 780 del Có- 
digo de Procedimiento Civil regula la posibilidad de que un recurso de casación en el 
fondo sea conocido y resuelto por el Pleno de la Corte Suprema, incidiendo funda- 
mentalmente en materias civiles y comerciales. 

Más sustantiva parece ser la diferencia entre una y otra propuesta, en cuanto 
la solución del Ejecutivo le entregaba la facultad de convocar al Pleno de las salas 
a cualquiera de sus presidentes, mientras que la operatividad del art. 780 del 
Código de Procedimiento Civil depende de una solicitud de parte –cual es una de las  
razones que explican su baja utilización como se analizará más adelante–.

III. Un balance del art. 780 del Código de Procedimiento Civil 
después de treinta años de publicada la Ley n.° 19374

Transcurridas tres décadas después de publicada la Ley n.° 19374, no cabe sino 
preguntarse cuál ha sido el real alcance o impacto que ha tenido el mecanismo 
de unificación de jurisprudencia entregado al Pleno de la Corte Suprema pre-
visto en el art. 780 del Código de Procedimiento Civil. 

A este respecto, un año después de que fuere publicada esta nueva ley, Gui
llermo Piedrabuena sentenciaba: 

“estimamos que el nuevo art. 780 no tendrá la eficacia que se pretende 
y que no impedirá la falta de uniformidad de la jurisprudencia [...]”21. 

Y lo cierto es que la predicción de Guillermo Piedrabuena parece haberse 
cumplido en buena medida, considerando que este mecanismo procesal ha sido 

21 Piedrabuena (1996), p. 171.
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escasamente aplicado a lo largo de los años22, conociéndose tan solo dos casos re- 
levantes de sentencias dictadas por el Pleno en todo este periodo. Asimismo, las 
doctrinas legales sentadas por el Pleno en sus sentencias luego fueron descono- 
cidas por las propias salas de la Corte Suprema, sin mayor análisis o cuestiona
mientos al respecto. 

Todo lo anterior apunta a la inequívoca conclusión de que los propósitos del 
legislador de la Ley n.° 19374 de lograr la unificación de jurisprudencia mediante 
el actuar decisivo del Pleno en buena medida no se cumplieron, manteniéndose al  
día de hoy una situación de dispersión jurisprudencial originada por la propia Cor-
te Suprema, lo que trae aparejado una incertidumbre significativa y difícil de jus- 
tificar respecto de la interpretación y aplicación de importantes instituciones del  
derecho privado chileno.

1. Escasa aplicación

El art. 780 del Código de Procedimiento Civil ha sido escasamente aplicado desde la 
publicación de la Ley n.° 19374 en febrero de 1995.

Más allá de un caso particular que se podría calificar como anecdótico23, han 
existido tan solo dos casos relevantes en treinta años en que el Pleno ha conocido 
de recursos de casación en el fondo en que existían diversas interpretaciones so- 
bre la materia de derecho, objeto de los recursos, sostenidas por la Corte Supre
ma en fallos diversos. Estos dos casos se refieren a la misma institución civil, pero 
desde ángulos distintos: la prescripción extintiva de acciones civiles.

El primero de estos casos fue G.G. con Fisco de Chile24, en que se discutió la 
imprescriptibilidad de acciones civiles de indemnización de perjuicios dirigidas 
en contra del fisco, por responsabilidad civil extracontractual derivada de la co
misión de delitos penales de lesa humanidad por agentes del Estado. En suma, el 
Pleno de la Corte Suprema en este caso, acogiendo el recurso de casación en el 
fondo deducido por el fisco, revocó una sentencia de la Corte de Apelaciones de 
Santiago, que condenaba al fisco al pago de una suma de dinero a título de in- 

22 Constatado también por Becerra (2017), p. 234.
23 En C.P.D.E. con Comisión de Evaluación Ambiental de la Región de Antofagasta (2018), la 

dirección ejecutiva del Servicio de Evaluación Ambiental solicitó que un recurso de casación en el 
fondo deducido por dicha institución en contra de una sentencia dictada por el Segundo Tribunal 
Ambiental fuere conocido y resuelto por el Pleno de la Corte Suprema, estimando que la Corte 
había dictado sentencias basadas en distintas interpretaciones de los arts. 17 n.° 8 de la Ley n.° 20600  
de 2012 y el art. 53 de la Ley n.° 19880 de 2003, preceptos legales que se estimó que fueron in
fringidos mediante la dictación de la sentencia de dicho Tribunal Ambiental.

El Pleno, sin embargo, rechazó el recurso sin pronunciarse respecto del fondo de este porque 
estimó que la sentencia del Segundo Tribunal Ambiental no era de aquellas que pueden ser recurridas 
de casación en el fondo, de conformidad con lo dispuesto en el art. 767 del Código de Procedimiento 
Civil.

24 Colegio Médico-E.G.G. (2013).
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demnización de perjuicios por los hechos referidos, señalando, en definitiva, que  
las acciones civiles derivadas de tales ilícitos se habían extinguido por la aplica-
ción de las reglas generales sobre prescripción extintiva previstas en el Código Civil.

El segundo de estos casos fue Santibáñez con Emp. Transportes de Pasajero 
Metro, el que dio ocasión a que el Pleno se pronunciara respecto de la correcta in- 
terpretación del momento en que tiene lugar la interrupción civil de la prescrip- 
ción extintiva de acciones civiles.

Ahora bien, dos razones pueden explicar la evidente escasez de sentencias 
dictadas por el Pleno de la Corte Suprema.

Por una parte, Guillermo Piedrabuena advirtió de manera temprana que el 
art. 780 del Código de Procedimiento Civil sería subutilizado o, siguiendo sus términos, 
“perdió utilidad”25, atendido que la especialización de las salas de la Corte Supre
ma –un mecanismo que también tiene por propósito declarado contribuir a la uni- 
ficación de la jurisprudencia por nuestro máximo tribunal–, haría más improba
ble que se generasen líneas jurisprudenciales contradictorias en las mismas salas.

Conviene recordar a este respecto que durante la tramitación de la Ley n.° 19374 
la especialización de las salas de la Corte Suprema fue una idea muy resistida por 
la Comisión de Constitución del Senado de la época, la que apoyaba la idea –tam- 
bién compartida por la Corte Suprema de ese entonces– de que los ministros de 
la Corte fueren jueces “generalistas” capaces de integrar y aplicar conocimientos 
provenientes de distintas ramas del derecho para resolver casos particulares. Re
chazando la especialización, pero reconociendo, asimismo, que la generación de 
jurisprudencia contradictoria por las salas no especializadas de la Corte era un 
problema del que había que hacerse cargo, es que dicha comisión propuso el tex- 
to del art. 780 del Código de Procedimiento Civil.

Y, sin embargo, hacia el final de la tramitación de la Ley n.° 19374 la comi-
sión mixta luego volvió a reincorporar la especialización de las salas de la Corte 
Suprema –sin hacer reparos en que, de este modo, el nuevo art. 780 del Código de  
Procedimiento Civil propuesto perdería oportunidad–, mediante la introducción de  
modificaciones a los arts. 95 y 99 del Código Orgánico de Tribunales. De especial inte- 
rés es esta última disposición, la que señala:

“corresponderá a la Corte Suprema, mediante auto acordado, establecer 
cada dos años las materias de que conocerá cada una de las salas en que 
ésta se divida, tanto en funcionamiento ordinario como extraordinario. 
Al efecto, especificará la o las salas que conocerán de materias civiles, pe- 
nales, constitucionales, contencioso administrativas, laborales, de meno
res, tributarias u otras que el propio tribunal determine”.

25 Piedrabuena (1996), p. 171.
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Desde entonces, la propia Corte Suprema regula la distribución de las ma-
terias de las que conocen cada una de sus salas por medio de autos acordados, 
encontrándose vigente al día de hoy aquel que consta del acta n.° 107-2017 de 28  
de julio de 201726, modificado por el acuerdo adoptado el 9 de junio de 2020. 
Considerando que el modo de funcionamiento imperante de la Corte Suprema 
hoy es el extraordinario27, ello significa que cada una de las cuatro salas de la Corte  
ve asuntos pertenecientes a distintas áreas del derecho, cuidando que no se super-
pongan entre sí, al modo de compartimientos estancos, siendo la primera sala aque-
lla que ve asuntos de derecho civil y comercial, la segunda de asuntos de derecho 
penal, propiedad industrial y derecho tributario, la tercera de asuntos de derecho 
constitucional y contencioso administrativo, y la cuarta de asuntos de derecho la- 
boral y previsional.

En definitiva, y siguiendo a Guillermo Piedrabuena, mediante la reincorpo-
ración de la especialización de las salas de la Corte Suprema se evitaría en una 
buena medida –más no completamente28– la generación de líneas jurispruden
ciales contradictorias entre las distintas salas, dejando un menor campo de aplica- 
ción para el mecanismo de unificación de jurisprudencia del art. 780 del Código de  
Procedimiento Civil, en comparación con aquel que habría tenido de manera hipo- 
tética en caso de prosperar la idea de la Comisión de Constitución del Senado de 
perseverar en tener salas de la Corte Suprema no especializadas o “generalistas”.

Pero, entonces, si cada una de las salas especializadas de la Corte Suprema ve 
distintas áreas del ordenamiento jurídico chileno de manera separada de las otras 
salas, al modo de que cada sala es “señora de su propio feudo”, ¿cómo es que 
las distintas salas llegaron a sostener doctrinas incompatibles entre sí referidas a 
la misma institución jurídica base como lo es la prescripción extintiva?

26 Acta n.° 107-2017, 28 de julio de 2017.
27 Código Orgánico de Tribunales, art. 95: “Art. 95. La Corte Suprema funcionará dividida en salas es- 

pecializadas o en pleno.
Para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el artículo 98, la Corte funcionará ordina- 

riamente dividida en tres salas o extraordinariamente en cuatro, correspondiéndole a la propia Cor- 
te determinar uno u otro modo de funcionamiento”.

28 No es poco común que sean las propias salas de la Corte Suprema las que dicten sentencias 
sosteniendo criterios jurídicos incompatibles entre sí en un tiempo dado. Como botón de muestra, 
tómese en consideración el estado en que se encuentra la jurisprudencia emanada de la primera 
sala de la Corte Suprema en materia de procedencia de la acción reivindicatoria de bienes raíces y 
su relación con la teoría de la posesión inscrita, según si se acepta o no la doctrina jurídica de la “po- 
sesión material”. Aceptando que procede una acción reivindicatoria intentada por el dueño de un 
inmueble que tiene a su haber un título inscrito respecto de su propiedad, en contra de un deman
dado que ocupa su inmueble sin tener título inscrito alguno, véase Arteaga y Cía. Limitada con 
M.M. (2024). En contra de esta última posición, véase C.B.M. con C.U.C. (2025). Ambas sentencias 
fueron dictadas por la primera sala de la Corte Suprema.
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En parte, la respuesta consiste en que, en la línea de lo establecido en el art. 2497 
del Código Civil 29, la prescripción extintiva es una institución de derecho común30 o, 
incluso, un principio general del derecho31 que tiene aplicación en distintas  áreas 
del derecho y que, en consecuencia, presenta interés para la labor de las distintas 
salas. Luego, y por influencia directa de cómo la propia Corte Suprema distri- 
buye las materias de las que conocerá cada una de sus salas mediante autos acor- 
dados, se explica que las distintas salas pueden conocer del mismo problema ju- 
rídico y resolver de distinto modo. 

Y así resulta que, en el mismo conjunto de casos en que se presenta el proble- 
ma de la determinación del momento en que se configura la interrupción civil de 
la prescripción extintiva de acciones, conoció la primera sala de los casos par-
ticulares referidos a responsabilidad civil extracontractual entre particulares32, 
o responsabilidad civil contractual33; mientras que, por su parte, la tercera sala  
también conoció de casos de responsabilidad civil extracontractual que involu-
craban este problema, pero con la particularidad de que las acciones en cuestión  
se encuentran dirigidas en contra de instituciones públicas o del fisco por falta de  
servicio34, o en casos de reclamación de montos de indemnización provisional por 
expropiación35. Paralelamente, la cuarta sala36 también conoció de este proble- 

29 Código Civil, art. 2497: “Las reglas relativas a la prescripción se aplican igualmente a favor y 
en contra del Estado, de las iglesias, de las municipalidades, de los establecimientos y corporaciones 
nacionales y de los individuos particulares que tienen la libre administración de lo suyo”.

30 Véase V.C.L.A. con M.F.C. (2016). En su considerando quinto, la cuarta sala de la Corte 
Suprema señala expresamente: “No existiendo reglas especiales acerca de la interrupción debemos 
recurrir al derecho común y retomar el conflicto preciso que se ha sometido a revisión ante esta Corte”  
(énfasis agregado). 

31 Véase Colegio Médico-E.G.G. (2013). En su considerando octavo, el Pleno de la Corte Suprema 
señala: “Que la prescripción constituye un principio general del derecho destinado a garantizar la seguridad 
jurídica, y como tal adquiere presencia en todo el espectro de los distintos ordenamientos jurídicos, salvo que por ley o 
en atención a la naturaleza de la materia se determine lo contrario, esto es, la imprescriptibilidad de 
las acciones. A ello cabe agregar que no existe norma alguna en que se establezca la imprescriptibili- 
dad genérica de las acciones orientadas a obtener el reconocimiento de la responsabilidad extracon-
tractual del Estado o de sus órganos institucionales; y, en ausencia de ellas, corresponde estarse a las 
reglas del derecho común referidas específicamente a la materia” (énfasis agregados).

32 Véase M.D.J., M.C.G., M.C.E., M.C.D. con D.V.R. (2017); G. con Q. y otro (2022).
33 Yanquiray Ayun Egis, Inmobiliaria, Asesoría Empresarial y Comercial Limitada con SERVIU  

Araucanía (2019); P. con M. (2022); Servicio de Salud Concepción con G.F.J.A. y otra (2022).
34 Qte. Ministerio del Interior con C.S.J.y otros (2014); M.P.D. con Hospital Claudio Vicuña 

San Antonio (2021).
35 Véase Bosques Arauco S.A. con Fisco de Chile (2022).
36 Estas materias, tales como procedimientos sumarios regulados en el Código de Procedimiento 

Civil, acciones contempladas en el Decreto Ley n.° 2.695 y leyes de arrendamiento de predios urba- 
nos y rústicos fueron asignadas a la primera sala de la Corte Suprema en virtud del acuerdo de  
fecha 19 de junio de 2020 que “Modifica Acta 107-2017”. Más allá de aducirse razones de equipa- 
ramiento de cargas de trabajo, es evidente que tales materias debían ser asignadas a la primera sala 
y no a la cuarta, porque se tratan de problemas de derecho civil y comercial.
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ma en casos referidos al ejercicio de acciones de dominio especiales del Decreto 
Ley n.° 269537, o acciones posesorias reguladas en el Código Civil como la querella 
de restablecimiento y de restitución38, pero también de responsabilidad civil con-
tractual en caso de tener aplicación las reglas del juicio sumario o especiales39.

Pese a la especialización de las salas de la Corte Suprema, entonces, existirá  
siempre un riesgo de generación de jurisprudencia contradictoria entre las dis-
tintas salas en aquellas áreas del derecho en que potencialmente tengan aplica- 
ción instituciones jurídicas de derecho común.

Por otra parte, referido de manera específica al conjunto de casos de respon
sabilidad civil extracontractual del fisco como consecuencia de la comisión de 
delitos de lesa humanidad por sus agentes, tales casos eran conocidos y resueltos 
de manera disímil por la segunda y la tercera sala de la Corte Suprema, según si  
los actores habían deducido acciones civiles en el proceso penal –en cuyo caso co- 
nocería la segunda sala– o si, por el contrario, se habían ejercido tales acciones de 
manera autónoma en procedimientos de carácter civil –donde conocería la terce- 
ra sala–40.

Pero también existiría una segunda razón que explica la subutilización del me- 
canismo de unificación de jurisprudencia mediante el resorte al Pleno de la Corte 
Suprema, consistente en que el art. 780 del Código de Procedimiento Civil hace de- 
pender tal posibilidad con exclusividad en la existencia de una solicitud de parte41. 
En efecto, sin solicitud de una de las partes del recurso en tal sentido, no es posible 
que el Pleno de la Corte Suprema conozca de un recurso de casación en el fon- 
do, aunque fuere a todas luces evidente la existencia de diversas sentencias ema- 
nadas de la Corte Suprema, que sostuvieren criterios jurídicos incompatibles en- 
tre sí.

Lo anterior guarda plena congruencia con una de las características centrales 
del sistema recursivo chileno: los recursos procesales –incluida la casación en el 
fondo– consisten en solicitudes de partes agraviadas42, existiendo, en esta ma
teria, una innegable predominancia del principio dispositivo por sobre las posi- 
bilidades de los tribunales de actuar de oficio43. En este sentido, si las partes por  
cualquiera razón no estuvieren interesadas o no encontraren conveniente para la 
satisfacción de sus intereses el ejercicio de esta facultad, el Pleno no conocerá del 
recurso de casación en el fondo en cuestión, no contemplándose la posibilidad de 
tal intervención del Pleno de oficio.

37 Véase V.C.L.A. con M.F.C. (2016).
38 Constructora Intecpa Ltda. con P.P.S. (2017).
39 Véase Montoya con Inmobiliaria (2022).
40 Carbonell (2022), p. 14.
41 Echeverría y Vergara (2023).
42 Delgado (2016), p. 126.
43 Núñez y Pérez-Ragone (2015), pp. 34-35. También Mosquera y Maturana (2010), p. 29.
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Asimismo, que el art. 780 del Código de Procedimiento Civil entregue exclusiva- 
mente una facultad a las partes de provocar la intervención del Pleno es coherente 
con la idea de que la casación en el fondo chilena se encuentra más inclinada 
hacia la tutela del ius litigatoris, el hacer justicia en el caso concreto en beneficio  
de las partes, que la tutela del ius constitutionis, es decir, el interés en la generación de 
pautas uniformadas de interpretación y aplicación de reglas mediante el conoci- 
miento y fallo del recurso en cuestión por parte del Pleno de la Corte Suprema44.

2. El desconocimiento de las doctrinas sostenidas 
en las sentencias del Pleno como reafirmación de la no vinculatoriedad 

de las sentencias dictadas en virtud 
del art. 780 del Código de Procedimiento Civil

Apuntada ya la escasa aplicación que ha tenido en el tiempo el art. 780 del Código 
de Procedimiento Civil y las razones que lo explicarían, resta por determinar qué efi- 
cacia han tenido los fallos dictados por el Pleno de la Corte Suprema conocien
do de recursos de casación en el fondo en casos de dispersión jurisprudencial. 
O, reformulado a modo de pregunta, ¿ha podido el Pleno de la Corte Suprema 
unificar la jurisprudencia respecto de los problemas que involucra la prescripción 
extintiva de acciones civiles?

Al respecto, y como es bien sabido, en las dos oportunidades en que el Pleno 
de la Corte Suprema ha tenido la ocasión de dictar fallos relevantes, señalando 
cuál es el modo de interpretar y aplicar correctamente la regulación referida a la 
prescripción extintiva, situándose en su papel institucional de ser el último intér- 
prete de las leyes civiles, al poco tiempo después de dictados dichos fallos las 
salas individuales de la Corte Suprema han desconocido o hecho caso omiso de  
las doctrinas jurídicas sentadas por el Pleno, en casos donde se presentaban los  
mismos problemas jurídicos que fueron resueltos con anterioridad por este.

Así, en el año 2013, pese a que en G.G. con Fisco de Chile el Pleno de la Cor- 
te Suprema señaló que sí pueden extinguirse por prescripción las acciones civiles 
de indemnización de perjuicios por responsabilidad civil extracontractual dirigi-
das en contra del fisco derivadas de la comisión de delitos de lesa humanidad en 
que intervinieron agentes del Estado, sin llegar a cumplirse seis meses después 
de dictada dicha sentencia, la segunda sala dictó una sentencia en el caso por se- 
cuestro calificado de C.A.V. en el sentido exactamente opuesto al sostenido por  
el Pleno, teniendo por correcta la doctrina de la imprescriptibilidad de las accio
nes civiles en dichos casos45.

44 Pérez-Ragone (2016), pp. 31-32. También Marín (2017), p. 172; Romero (2004), pp. 74-75; 
Echeverría y Vergara (2023).

45 A.I.M.P. (Qte. M.C.S.S.M. y otra. Ddo. Civil: Fisco de Chile) (2013).
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De modo similar, doce años después, en Pachón Transportes y Servicios Li- 
mitada con Minera Pacific West Resources Limitada la cuarta sala resolvería un 
caso en que se discutía acerca de la interrupción civil de la prescripción extintiva 
conforme a la tesis de la acción, pese a que anteriormente el Pleno de la Corte  
Suprema había señalado, en S. con Emp. Transportes de Pasajero Metro, que la  
correcta interpretación de las reglas que gobiernan la misma institución coincidía 
con la tesis de la notificación.

De lo ya anotado, más allá de la constatación evidente de que las salas de la  
Corte Suprema dictaron fallos en el sentido contrario a aquellos que el Pleno sos- 
tuvo como la correcta interpretación de las leyes aplicables en los casos ya rese
ñados, no deja de llamar la atención el hecho de que los fallos de la segunda y la  
cuarta sala no se detienen en advertir la existencia de los fallos que antes había 
dictado el Pleno. Es más, ni siquiera el voto disidente de la cuarta sala en Pachón 
Transportes y Servicios Limitada con Minera Pacific West Resources Limitada  
se refirió a la existencia del fallo dictado por el Pleno diez meses antes, en condi
ciones que dicho fallo sostenía exactamente la misma postura doctrinaria que la 
disidencia. 

Lo anterior no puede dejarse pasar como algo superficial. Como lo demues
tra la historia de la tramitación legislativa de la Ley n.° 19374, la finalidad de ob-
tener una sentencia del Pleno de la Corte Suprema, de acuerdo con lo dispuesto 
en el art. 780 del Código de Procedimiento Civil, consiste en que esta se concibe como 
un mecanismo diseñado para alcanzar la unificación de la jurisprudencia, frente 
a la dispersión jurisprudencial originada en las salas de la misma Corte. En este 
sentido, disentir de las doctrinas jurídicas sostenidas en las sentencias del Pleno, 
el cual tiene una posición institucional reconocible que le fue otorgada por ley, 
en ausencia de una argumentación que justifique el porqué es admisible dicho  
disenso, o sin siquiera referirse a su existencia, equivale a desconocer directamen
te el entramado institucional dispuesto en virtud de la Ley n.° 19374.

De todos modos, y volviendo a la discusión principal, las sentencias del Pleno 
estuvieron lejos de dar por terminadas las discusiones que rodean la prescripción 
extintiva de acciones civiles.

En efecto, la segunda y tercera salas de la Corte Suprema continuaron soste-
niendo posiciones contradictorias respecto de la extinción por prescripción de las 
acciones civiles en casos de delitos de lesa humanidad con posterioridad a G.G.  
con Fisco de Chile. A este respecto, notable es que la tercera sala en T.M. con Fisco 
de Chile, en un fallo redactado por Guillermo Piedrabuena que, al igual que el fallo 
del Pleno existente sobre la materia, se pronuncia a favor de la tesis de la impres-
criptibilidad, sostuvo que decidiendo de ese modo 

“se cumple con la sentencia del Tribunal Pleno de esta Corte dictada el 
veintiuno de enero del presente año en los autos Rol N° 10.665-2011, que 
de conformidad con lo prescrito en el artículo 780 del Código de Proce- 
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dimiento Civil vino en unificar las distintas interpretaciones relativas a la 
materia de derecho objeto del capítulo mencionado”46.

Las Cortes de Apelaciones, por su parte, continuaron pronunciándose a favor 
y en contra de la prescriptibilidad de las acciones en este tipo de casos, algunas de  
las veces aludiendo al fallo del Pleno en G.G. con Fisco de Chile en apoyo de sus 
argumentaciones47, sin mayor detención en la determinación del valor institucio
nal de este. Elaborando un poco más sobre la posición institucional del Pleno de 
la Corte Suprema, en virtud del art. 780 del Código de Procedimiento Civil, el ministro 
de la Corte de Apelaciones de Santiago Héctor Mery expuso en sus votos disiden- 
tes en este tipo de casos que: 

“si bien es corriente sostener que según el artículo 3° del Código Civil sólo 
toca al legislador explicar o interpretar la ley de un modo generalmente  
obligatorio, y las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino res- 
pecto de las causas en que actualmente se pronunciaren, cabe dejar sen- 
tado que la reforma introducida por la Ley 19.374 de 1995 al artículo 780  
del Código de Procedimiento Civil es de tal magnitud y relevancia, por la  
pretensión registrada en la historia fidedigna del establecimiento de la ley, 
de que una sentencia del Pleno fije con alcance general el significado de 
preceptos jurídicos determinados, que no queda sino estimar que una  
sentencia de casación, y en especial aquellas pronunciadas por el Tribu- 
nal Pleno, tiene valor en sí misma, es fuente de derecho y obligan a todos 
los operadores jurídicos”48.

Es de esperar que el debate jurisprudencial sobre el momento en que se con- 
figura la interrupción civil de la prescripción extintiva siga la misma suerte.

Dos conclusiones son posibles de extraer de lo dicho hasta ahora.
En primer lugar, evaluadas con cargo al propósito que tuvo a la vista el legis- 

lador de la Ley n.° 19374 de unificar la jurisprudencia contradictoria que emana- 
ra de las salas de la Corte Suprema, es difícil sostener que las sentencias dictadas 
por el Pleno de la Corte Suprema en virtud del art. 780 del Código de Procedimiento 
Civil hayan cumplido con su objetivo. Muestra evidente de lo anterior es la cir- 
cunstancia de que, como anota Flavia Carbonell, para solucionar definitivamente 
la dictación de sentencias contradictorias entre la segunda y la tercera sala tras la  

46 T.M.R.E., D.T.N.Y., D.T.G.I. con Fisco de Chile (2014).
47 Qte. G.O.F.- Es Parte Programa de Continuación Ley n.º 19123 del Ministerio del Interior 

con C.S.J.-K.M.M.-M.B.M. y otros causa estudio Sra. T.M., tomo xi (2014); Qte. R.C.P.-Es Parte 
el Programa Continuación de la Ley n.º 19123 del Ministerio del Interior con general y senador 
vitalicio A.P.U.-O.T.J.-M.M.L. y otros (2016).

48 M.U.J.A.-M.U.E.-M.U.M. con Fisco de Chile (2014); Qte. Ministerio del Interior con C.S.J.  
y otros (2014).
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dictación del fallo del Pleno en G.G. con Fisco de Chile49, la Corte Suprema tuvo  
que acordar en el año 2015 una modificación a un auto acordado con la finali-
dad de asignar de manera exclusiva el conocimiento de los recursos en materias 
penales, tributarias y civiles relacionadas con causas vigentes del sistema procesal 
penal antiguo a la segunda sala.

En segundo lugar, que las salas de la Corte Suprema hayan podido desconocer 
las doctrinas sostenidas en los fallos del Pleno, sin necesidad alguna de desarrollar 
argumentos para justificar tal disenso50, ni consecuencias de ningún tipo para los 
ministros integrantes de tales salas51, no hace sino reafirmar la no vinculatoriedad 
para las salas de la Corte Suprema y, presumiblemente también, para los tribunales 
que se ubican por debajo de su jerarquía, de las sentencias dictadas por el Pleno de 
la Corte Suprema en virtud del art. 780 del Código de Procedimiento Civil. Guillermo 
Piedrabuena ya había adelantado lo anterior en 1996 cuando escribió: 

“el fallo del Pleno es sólo orientador y no garantiza que en el futuro la  
misma Corte u otros tribunales disientan del criterio jurídico de la sen-
tencia del pleno, porque en Chile continúa vigente el principio de que los 
fallos judiciales sólo tienen fuerza relativa en las causas judiciales en que 
se pronunciaren”52.

49 Carbonell (2022), p. 18.
50 Según Daniela Accatino, este es un rasgo que caracteriza la cultura jurídica interna chilena en 

relación con el valor que se le asigna a la jurisprudencia, la que se estima que no es una fuente formal 
de derecho de acuerdo con los postulados del discurso predominante. Escribe Daniela Accatino: 
“los tribunales chilenos no están sujetos a la carga de justificar por qué se apartan del criterio de de- 
cisión que haya sido adoptado, en casos similares, por una línea jurisprudencial anterior (ni propia 
ni de tribunales superiores) (si el juez J resuelve C3 aplicando un criterio de decisión D2, diferente 
a D1, no necesita aducir en la parte considerativa de su sentencia razones para justificar por qué 
se ha apartado del criterio de decisión aplicado por S1 y S2)”. Accatino (2002), pp. 570-571.

51 Advirtiendo el problema político que suscitaría la decisión del Pleno de la Corte Suprema 
en G.G. con Fisco de Chile” y la proyección de dicha decisión hacia casos futuros en clave de pre-
cedente judicial, Alejandro Romero señala que las salas que quisieren disentir de la decisión del 
Pleno se expondrían a eventuales costos políticos –que en la realidad no fueron tales–. En palabras 
de Alejandro Romero: “si lo hacen, deberán asumir el costo político de aparecer cuestionando la  
decisión de la mayoría, sabiendo que cambiarán el criterio para el caso concreto que están cono
ciendo. Tal actuación motivará, necesariamente, una nueva intervención del Pleno de la Corte 
Suprema, cuando el Fisco invoque la existencia de interpretaciones contradictorias. Esta hipótesis 
sólo logrará debilitar el sentido de la colegialidad de la Corte Suprema, con lo que ello significa po- 
líticamente”. Véase Romero (2013), pp. 190-191.

Por otro lado, María Arriagada agrega que la nota distintiva de la no vinculatoriedad de los 
precedentes jurisprudenciales consiste en la ausencia de una consecuencia jurídica frente a su no 
seguimiento. Arriagada (2021), p. 391.

Santiago Legarre y Julio Rivera señalan que en los sistemas que siguen la doctrina formal del  
stare decisis, la consecuencia jurídica para un tribunal que se aparta del precedente vertical u hori
zontal asume la forma de una verdadera sanción, consistente en que el tribunal superior jerárquico 
dejará sin efecto la sentencia que no aplicó el precedente. Legarre y Rivera (2006), p. 113.

52 Piedrabuena (1996), p. 175.
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3. Los costos de la dispersión jurisprudencial

La situación en torno a la jurisprudencia emanada de la Corte Suprema, al me- 
nos en materias de derecho privado, se deja describir del siguiente modo: existen 
determinadas áreas del derecho privado chileno en que, considerando la asigna-
ción de materias dispuesta por la propia Corte Suprema en virtud de lo previsto 
en el Código Orgánico de Tribunales y autos acordados pertinentes tras la dictación  
de la Ley n.° 19374, coexisten distintas interpretaciones incompatibles entre sí, 
que son sostenidas por las diversas salas de la Corte Suprema –que en los hechos 
se comportan como si cada una fuere un tribunal distinto53–, respecto del derecho 
aplicable a situaciones similares desde el punto de vista de la configuración de los 
hechos que resultan relevantes para decidir aquellos casos. A ello se debe añadir  
que, incluso, las salas dictan sentencias cuyos postulados jurídicos resultan contra- 
dictorios con otros sostenidos en fallos dictados por esas mismas salas.

Este problema, el de la dispersión jurisprudencial, no es desconocido para 
nuestra tradición jurídica.

En efecto, la creación y proliferación de las Cortes de Apelaciones en el país 
hacia la segunda mitad del siglo xix, con el consiguiente riesgo de dispersión ju- 
risprudencial que ello suponía, fue una de las razones que se esgrimieron a favor 
de la creación de un recurso que, yendo más allá de la anulación de sentencias 
que presentaren algún vicio procesal o formal, procediere en contra de sentencias 
que infringieren una disposición legal o vulneraren su espíritu, y que fuere cono- 
cido por el máximo tribunal54.

Por ello es que la introducción del recurso de casación en el fondo en el or
denamiento jurídico, cuyo conocimiento y fallo sería asignado al tribunal que se  
ubica en la cúspide de la jerarquía del Poder Judicial, tenía por objetivo satisfacer 
la necesidad “de dar uniforme aplicación a las leyes”55.

Por otro lado, la dispersión jurisprudencial originada en la propia Corte Su- 
prema tampoco es un fenómeno de reciente data. Alejandro Romero anota al res- 
pecto que este problema se origina en los cambios legislativos que tuvieron lugar 

53 Esto es paradójico porque da pie para pensar que las advertencias y aprehensiones de los  
senadores Otero y Diez respecto de la especialización de las salas de la Corte Suprema se cum
plieron, en el sentido de que introducir la especialización tendría como consecuencia la creación de 
tantas Corte Supremas como salas especializadas hubiere. Sergio Diez en este sentido señalaba: [...] 
hemos sido enemigos de la especialización. Ella nos dejaría varias Cortes Supremas: una laboral, 
una de menores, una del crimen, una civil. Y lo que queremos es una interpretación armónica y  
general del Derecho. Esas son mis razones para no estar de acuerdo con la especialización”. Véa- 
se Historia de la ley, disponible en www.bcn.cl/historiadelaley/nc/historiade-la-ley/6894/ [fecha 
de consulta: 19 de julio de 2026].

54 Marín (2017), pp. 168-169. También Romero (2004), p. 67; Echeverría y Vergara (2023).
55 Mensaje del Código de Procedimiento Civil de 1 de febrero de 1893; Echeverría y Verga- 

ra (2023).
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en el siglo xx, que permitieron que el recurso de casación en el fondo pasare de 
ser conocido y resuelto por el Pleno de la Corte Suprema, a ser decidido por las 
salas de la Corte, ya sea bajo el funcionamiento ordinario o extraordinario56.

Como explica este autor, bajo su asignación al Pleno conforme a la regula-
ción de la Ley n.° 1552 de 28 de agosto de 1902 que promulgó el Código de Proce-
dimiento Civil, la casación en el fondo adquiere la virtud de ser capaz de instaurar 
un régimen de precedentes verticales, donde las doctrinas jurídicas sostenidas en 
las sentencias dictadas por la Corte Suprema, ubicada en la cúspide del Poder Ju- 
dicial y cuyos ministros gozaban de mayor preparación en comparación con otros 
jueces de la república, fuesen seguidas por los tribunales de justicia que se encon- 
traren por debajo de su jerarquía, no como precedentes formalmente vinculantes 
al modo de la doctrina del stare decisis, sino como precedentes dotados de un valor 
moral o persuasivo57.

Este régimen de precedentes verticales perdió fuerza en el tiempo luego de que 
el legislador, como una forma de combatir el atraso en el trabajo de la Corte Su-
prema, permitiere que la Corte se organizare de manera extraordinaria en salas  
divididas, régimen que se consolidó con la Ley n.° 5980 de 7 de enero de 1937, lle- 
vando a la supresión del conocimiento del recurso de casación en el fondo por el 
Pleno para entregárselo a las salas. Ello, pese a que en la discusión de dicha ley se  
advirtió por los legisladores de la época acerca del riesgo de generar una situación  
de dispersión jurisprudencial a nivel de las salas de la Corte Suprema58.

Vale la pena recordar, asimismo, que la disparidad de criterios judiciales sosteni-
dos por las distintas salas de la Corte Suprema fue identificado como un problema 
a ser solucionado durante la discusión de la Ley n.° 19374, incorporándose a través 
de dicha ley los mecanismos consistentes en la especialización de las salas y la entre-
ga del conocimiento y resolución de los recursos de casación en el fondo al Pleno 
de la Corte Suprema, en virtud del nuevo art. 780 del Código de Procedimiento Civil.

Dicho lo anterior, que las sentencias del Pleno de la Corte Suprema no hayan 
demostrado ser efectivas para unificar la jurisprudencia existente respecto de 
importantes materias del derecho privado chileno debiere ser un motivo de jus- 
ta preocupación, puesto que la dispersión jurisprudencial originada por las sa- 
las de la Corte Suprema –irónicamente, el tribunal llamado a evitar este fenómeno– 
da lugar a las siguientes dificultades.

Primero, desde un punto de vista dogmático, que la Corte Suprema resuelva 
casos semejantes sobre la base de interpretaciones de la ley que se contradicen unas 
a otras, resulta difícilmente conciliable con el propósito atribuido al recurso de ca- 
sación en el fondo consistente en asegurar el principio constitucional de igualdad  
ante la ley, mediante el cual casos iguales reciban igual tratamiento59. Flavia Car- 

56 Romero (2004), p. 79 y ss.
57 Op. cit., p. 79.
58Op. cit., pp. 81-82. También Mosquera y Maturana (2010), p. 331.
59 Pérez-Ragone (2016), p. 38. También Romero (2004), p. 39; Echeverría y Vergara (2023).
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bonell va un paso más allá y señala que una situación como la descrita constituye 
“una falla de la racionalidad y una manifiesta arbitrariedad respecto de los ad- 
ministrados de justicia”60.

Segundo, la dispersión jurisprudencial es fuente de confusión tanto en la ciu- 
dadanía como en los operadores jurídicos61. 

Por un lado, al ciudadano lego le resultará al menos extraño que casos se- 
mejantes, que debieren ser resueltos sobre la base de la aplicación de una misma 
serie de preceptos legales, obtengan, sin embargo, resultados opuestos en circuns-
tancias que las sentencias que entregan dichos resultados emanan de un mismo 
y único tribunal de justicia –la Corte Suprema funciona dividida en salas, pero  
orgánicamente es una sola–62. Son elocuentes a este respecto las palabras del en- 
tonces senador Hormazábal durante la tramitación de la Ley n.° 19374, cuando 
al referirse a la dispersión jurisprudencial que tenía su origen en las salas de la 
Corte Suprema señalaba:

“para quienes no son abogados resulta incomprensible que en una Sala 
de la Corte pueda definirse una cuestión litigiosa en el sentido A, y la mis- 
ma, en el sentido B”63. 

El operador del derecho, por otro lado, frente a la consulta del ciudadano lego 
respecto de cuál es la interpretación avalada por los tribunales de justicia en esta 
clase de asuntos no podrá sino contestar, con un mínimo de incomodidad, que 
no es posible saberlo a ciencia cierta.

Vinculado con lo anterior, Alejandro Romero, Maite Aguirrezábal y Jorge 
Baraona señalan que la dispersión jurisprudencial da origen a situaciones de dis- 
criminación judicial, donde la objetividad que caracterizaría al derecho sería des- 
plazada por un cúmulo variopinto de distintas circunstancias y subjetividades, 
siendo estos últimos los factores que guiarían la resolución de conflictos en el siste- 
ma. En palabras de estos autores: 

“en relación a este último punto, la obtención de una respuesta judicial de-
pende de una serie de variables subjetivas. Por ejemplo, si la causa es vista 
en una sala X en una Corte de Apelaciones puede recibir una respuesta 
diversa de si ella es conocida en una sala Z; si en esa sala participa como 
abogado integrante el señor T no es igual que participe en la decisión el  
señor R, etc., etc.”64.

60 Carbonell (2022), p. 23.
61 Echeverría y Vergara (2023).
62 Ibid.
63 Véase Historia de la ley, disponible en www.bcn.cl/historiadelaley/nc/historia-de-la-ley/ 

6894/ [fecha de consulta: 19 de julio de 2026].  
64 Romero, Aguirrezábal y Baraona (2008), p. 247.
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Por supuesto, este desplazamiento hacia factores subjetivos como los criterios 
decisorios en la resolución de conflictos sería una circunstancia de la cual bus
carían tomar ventaja los litigantes más avezados de la plaza, fomentándose así 
prácticas asociadas a la litigación “a la carta”, tales como la utilización de suspen- 
siones de la vista de la causa y la recusación sin expresión de causa frente a los tri- 
bunales superiores de justicia con fines puramente estratégicos65.

Tercero, desde el punto de vista del análisis económico del derecho procesal, 
la incertidumbre que trae consigo la dispersión jurisprudencial aumenta para los 
usuarios del sistema el costo de adquirir el conocimiento acerca de qué constituye 
el derecho vigente, lo que dista de ser una situación eficiente66.

Por todas estas razones, la escasa efectividad que las sentencias del Pleno de 
la Corte Suprema han demostrado tener para unificar la jurisprudencia en ma- 
terias de derecho privado debiere ser un legítimo motivo de preocupación. Se 
arriesga, al decir de Pablo Bravo-Hurtado, que los operadores del sistema dejen 
de tomarse en serio la jurisprudencia que emana de la Corte Suprema cuando co- 
noce y resuelve la casación en el fondo67.

IV. ¿Precedentes jurisprudenciales en Chile? 
Un problema de cultura jurídica interna

Esta sección tiene por objetivo ofrecer una explicación acerca de cómo llegamos 
a la presente situación, caracterizada por que las distintas salas de la Corte Su-
prema desconocieron las doctrinas jurídicas sentadas en los fallos dictados por  
el Pleno, sin mayor análisis. Ello, pese a que los propósitos buscados por el legis
lador con el mecanismo de unificación de jurisprudencia del art. 780 del Código de  
Procedimiento Civil, que se manifiesta en la sentencia que dicta el Pleno de la Corte 
Suprema, son bastante evidentes.

Tal mecanismo y los propósitos que lo fundan, de hecho, ni siquiera son una  
marca distintiva que pertenezca con exclusividad a la justicia civil. Lo cierto es  
que el legislador ha querido asignar o reforzar el papel a la Corte Suprema de 

65 Romero (2004), pp. 58-59.
66 Esto, en oposición a un sistema de precedentes que favorecería la evitación del costo de las  

partes en el ejercicio de determinar el derecho vigente, lo que favorece la estimación previa del éxito  
de potenciales demandas y también la búsqueda de acuerdos entre las partes en un conflicto. Véase  
al respecto Kern (2016), p. 60.

No obstante, Raúl Núñez y Nicolás Carrasco ponen de manifiesto la incapacidad de los  
sistemas jurídicos pertenecientes a la tradición del derecho civil continental para generar exter
nalidades públicas positivas o precedentes, “las que se traducen en la producción de una uniforme in- 
terpretación de las normas, en términos de engendrar certezas jurídicas a favor de los sujetos des- 
tinatarios de esas reglas”. Núñez y Carrasco (2022), pp. 46-47.

67 Bravo-Hurtado (2013), pp. 563-564.
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ser el principal agente que contribuya a la unificación de la jurisprudencia en el  
ordenamiento frente a la dispersión jurisprudencial, y no meramente una corte 
de casación preocupada de anular sentencias dictadas con infracción del dere-
cho, en buena parte de las reformas legales que constituyen el movimiento de la 
modernización de la justicia en Chile68. Lo anterior es sin perjuicio de que dichas 
reformas han prescindido de establecer reglas positivas que permitan adoptar de 
manera decidida la doctrina de vinculación formal u obligatoria del precedente 
para nuestro sistema69, similar al que rige en el derecho anglosajón.

Así ocurre que, en el caso de la reforma procesal penal, el recurso de nuli
dad previsto en el art. 372 y siguientes del Código Procesal Penal en contra de las  
sentencias dictadas por un tribunal que conoce de un juicio oral puede ser conoci-
do y resuelto por la Corte Suprema , en vez de la Corte de Apelaciones respectiva  
conforme a la regla general, si es que se dedujere por la causal del art. 373 literal b) 
del Código Procesal Penal, y respecto de la materia de derecho objeto del mismo exis- 
tieren distintas interpretaciones sostenidas en diversos fallos emanados de los tri- 
bunales superiores de justicia (art. 376, inciso 3.° del Código Procesal Penal).

La reforma a la justicia laboral, por su parte, reguló un recurso de unificación  
de jurisprudencia a partir del art. 483 y siguientes del Código del Trabajo, el que tam-
bién es de conocimiento de la Corte Suprema (art. 483-A del Código del Trabajo),  
que se interpone en contra de una resolución que falle un recurso de nulidad, pro- 
cediendo en caso de que respecto de la materia de derecho objeto del juicio exis-
tieren distintas interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados 
de tribunales superiores de justicia.

De manera explícita, asimismo, el movimiento de reforma a la justicia civil plan- 
teó asignar a la Corte Suprema el papel de “dar coherencia y unidad a los crite-
rios de decisión de los tribunales del país”70, primero a través del establecimiento 
del novísimo recurso extraordinario en el proyecto de Nuevo Código Procesal Civil 71, 

68 Romero (2013), p. 16 y ss.; Núñez y Pérez-Ragone (2015), pp. 357-358; Díaz (2015), pp. 139- 
171, Díaz (2014), pp. 71-94; Bravo-Hurtado (2013), p. 563 y ss.

69 Entiendo aquí por vinculación formal del precedente la doctrina según la cual, conforme a 
los postulados de MacCormick & Summers, “una sentencia que no respeta la obligatoriedad del 
precedente no está conforme a Derecho y, en consecuencia, está sujeta a revocación por un recur- 
so procesal”. Véase Bravo-Hurtado (2013), p. 560.

Asimismo, para adoptar de manera efectiva un sistema de precedentes formalmente vincu- 
lantes en el ordenamiento jurídico, Flavia Carbonell, siguiendo a María Arriagada, señala que 
se requeriría contar con dos clases de normas jurídicas distintas que actualmente no existen en 
nuestro sistema jurídico: primero, una norma que establezca una relación jurídica de competencia 
entre dos tribunales distintos, en virtud del cual uno de estos dos tribunales tiene el deber de seguir 
los precedentes dictados por el otro y, segundo, una norma que califique el seguimiento y el no se-
guimiento de los precedentes que vinculan a dos tribunales distintos. Carbonell (2022), pp. 26-27.

70 Mensaje del Ejecutivo n.° 004-360.
71 Este recurso procedería en contra de las mismas resoluciones dictadas por Cortes de Ape- 

laciones que son impugnables a través del recurso de casación en el fondo, en aquellos casos en 
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y luego a través del regreso de la casación en el fondo en el mismo proyecto de ley 
como principal recurso del que conocería la Corte Suprema en materias de de-
recho privado; una casación en el fondo cuya regulación, no obstante, demuestra 
un evidente compromiso con otorgarle a la Corte Suprema el papel fundamental 
de unificar la jurisprudencia en el sistema a través de distintos mecanismos dis- 
puestos al efecto72. 

No son pocos quienes ven, en estos mecanismos incorporados a través de las 
sucesivas reformas a la justicia que buscan la unificación de jurisprudencia, la po-
sibilidad de que se incorpore al ordenamiento un sistema de seguimiento de pre- 
cedentes jurisprudenciales más o menos vinculantes, situándose a la Corte Supre- 
ma como piedra angular de dicho sistema. Raúl Núñez y Álvaro Pérez-Ragone 
son explícitos al respecto cuando señalan: 

“como se ha explicado, los sistemas para generar precedentes están in- 
corporados. Falta que el Tribunal Supremo tome conciencia de la nece- 
sidad de poner en práctica el principio de justicia formal en orden a que 
dos causas iguales deben recibir la misma respuesta jurídica”73.

Pero si fuere cierto que los mecanismos para generar precedentes jurispru-
denciales sí forman parte del ordenamiento, habiendo sido incorporados a través 
de sucesivas reformas a la justicia desde la década de los noventa en adelante, ¿por  
qué la sentencia del Pleno de la Corte Suprema dictada conforme al art. 780 del  
Código de Procedimiento Civil ha demostrado ser ineficaz en lograr su propósito pre- 
visto por el legislador? O, en otras palabras, ¿por qué no contamos con prece-
dentes en Chile?

La respuesta se encuentra en nuestra cultura jurídica interna, particularmen-
te aquella que impera en la Corte Suprema74.

Entendemos por cultura jurídica interna, siguiendo a Edmundo Fuenzalida, un  
elemento del sistema jurídico consistente en el conjunto de ideas y creencias acer- 
ca del sistema que tienen sus operadores: abogados, profesores de derecho, jueces, 
fiscales y otros, en oposición a la cultura jurídica externa, que es aquella que corres- 
ponde a ciudadanos legos75. Estas ideas y creencias acerca del sistema jurídico y 

que se estimare afectado un interés general. Dicho interés general, a su vez, concurriría en aquellos 
casos en que se considerare pertinente fijar, uniformar, aclarar o modificar una doctrina jurispru
dencial, sin consideración a la causal clásica del recurso de casación en el fondo. El articulado del 
recurso extraordinario, sin embargo, fue rechazado en la Cámara de Diputadas y Diputados y, por 
ende, el proyecto de Nuevo Código Procesal Civil avanzó hacia el segundo trámite constitucional ante 
el Senado, sin contemplar un recurso ante la Corte Suprema.

72 Véase Romero (2021), pp. 27-55.
73 Núñez y Pérez-Ragone (2015), p. 358. También en este sentido Romero, Aguirrezabal y  

Baraona (2008), p. 248.
74 También en este sentido Carbonell (2022), p. 23 y Becerra (2017), p. 234.
75 Fuenzalida (2024), p. 97 y ss.
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de sus distintas instituciones tienen un impacto en él, lo que en grado sumo pue- 
de llevar a procesos de transformación del sistema jurídico76.

Lo anterior es válido, también, respecto de la casación en el fondo. Ya sea que 
se trate la “consciencia” de la Corte Suprema según Raúl Núñez y Álvaro Pérez- 
Ragone77, o la “opción política” también de esta última de la que habla Alejan
dro Romero78, las ideas y creencias que los operadores del derecho tienen acerca 
de la casación en el fondo, pero particularmente las ideas y creencias que tiene 
la propia Corte Suprema acerca de la casación en el fondo, del valor de la juris-
prudencia que emana de dicho recurso, y más latamente de su papel o posición 
en el ordenamiento jurídico, parecen tener un impacto tangible en la práctica que 
se origina alrededor de la casación79.

Como botón de muestra, piénsese al respecto que, hacia mediados del siglo xx, 
mucho antes de la dictación de la Ley n.° 19374, la Corte Suprema era conscien- 
te de que su papel al fallar un recurso de casación en el fondo era fijar la manera 
correcta de interpretar la ley, declarando que ello la acercaba bastante, en rea
lidad, al ejercicio de una función cuasilegislativa, en su búsqueda por lograr la  
unidad de la jurisprudencia. En efecto, como destaca Alejandro Romero, en un 
fallo del año 1936 la Corte Suprema señaló: 

“a este fin primordial tiende el recurso de casación en el fondo, cuya mi
sión es la de fijar el genuino sentido y alcance de la ley, perfeccionando la 
que sea oscura, dudosa e incompleta mediante una recta interpretación, 
y participa de esta manera, el mencionado recurso, en cierto modo, más 
bien de la función del Poder Legislativo que la del Judicial, propiamente 
dicho, ya que con él se trata de obtener la unidad de la legislación por 
medio de la unidad de la jurisprudencia”80.

Casi noventa años después, sin embargo, pareciere que la Corte Suprema 
se ha alejado de esta concepción a la que alguna vez adhirió, pese a que el legis-
lador tomó una opción decidida en las últimas décadas por situar a la Corte en  
un papel de unificadora de jurisprudencia.

¿Cómo es, entonces, nuestra cultura jurídica interna hoy, y cuál es su reflejo 
en la Corte Suprema?

Desde luego que la cultura jurídica interna chilena ha sido y es legalista81, por 
la influencia que tendría en el país la corriente del derecho natural racionalista 
y el ideal codificador a partir de la segunda mitad del siglo xix, encontrando su  

76 Fuenzalida (2024), p. 103.
77 Núñez y Pérez-Ragone (2015), p. 358.
78 Romero (2004), p. 96.
79 También en este sentido, Díaz (2015), p. 162. 
80 Romero (2004), p. 97. 
81 Pérez-Ragone (2016), p. 19; Orrego (2002), p. 462.

Artículos de doctrina

Revista Fueyo n.º 48 final.indd   203Revista Fueyo n.º 48 final.indd   203 28-08-26   19:3528-08-26   19:35



204

Matías Echeverría 	 RChDP n.º 48

genuina expresión en el Código Civil de Andrés Bello, que desplaza al derecho co-
mún de raigambre castellana para dar primacía al derecho legislado82. Siguiendo 
los planteamientos de la escuela de la exégesis en boga en ese entonces, enraizán
dose en gran medida en nuestra cultura hasta hoy83, la ley, como expresión de la 
voluntad general84, es concebida como completa en sí misma o plena, por lo que 
el juez asume una posición pasiva a su respecto donde al momento de su aplica
ción tan solo le compete replicarla85.

Estrechamente ligado con lo anterior, adoptamos para nuestro sistema una 
teoría de las fuentes del derecho donde la fuente preponderante es la ley86. Bajo 
esta teoría existen fuentes formales del derecho, que son aquellos modos en que 
las normas jurídicas se expresan de manera positiva y vinculante para los sujetos 
destinatarios de dichas normas, y fuentes materiales que consisten en un cúmu- 
lo de diversos factores, entre económicos, culturales y otros, que explican el sur- 
gimiento de determinadas normas jurídicas87.

Esta teoría de las fuentes del derecho es por esencia reduccionista88 y opera en 
términos binarios de todo o nada, es decir, separa aquellas fuentes formales que  
sí constituyen derecho de aquellas que no89. Como enseña nuestra tradición, tan 
solo la ley es fuente formal del derecho, negándosele este carácter a la costumbre 
–que constituye fuente formal tan solo cuando la ley se remite a ella90–, los prin-
cipios generales del derecho, la equidad91, y –por sobre todo– a la jurispruden
cia92. Que la jurisprudencia no es fuente formal del derecho sería corroborado 

82 Baraona (2010), p. 431 y ss. También Romero (2013), pp. 35.
83 Orrego (2002), p. 462.
84 Código Civil, art. 1: “La ley es una declaración de voluntad soberana que, manifestada en la  

forma prescrita por la Constitución, manda, prohíbe o permite”.
85 Baraona (2010), p. 433. También Romero, Aguirrezábal y Baraona (2008), p. 235.
86 Baraona (2010), p. 434.
87 Ducci (1980), p. 51.
88 Baraona (2010), p. 434.
89 Bravo-Hurtado (2013), p. 554.
90 Código Civil, art. 2: “La costumbre no constituye derecho sino en los casos en que la ley se  

remite a ella”.
91 La equidad sería un elemento de integración de la ley y, junto con el espíritu general de la 

legislación, constituirían bases de interpretación de las leyes. Ducci (1980), p. 52.
92 Ducci (1980), p. 52. También Romero (2004), p. 29; Carbonell (2022), p. 11; Bravo-Hur- 

tado (2013), p. 554.
Explica Pablo Bravo-Hurtado que la teoría de las fuentes del derecho propia de nuestra tra- 

dición jurídica del derecho civil continental corresponde a un subproducto de la Revolución francesa  
destinado a neutralizar el poder de los jueces que eran vistos, en ese entonces, como aliados del antiguo 
régimen y, por ende, enemigos de la revolución. Por el contrario, los jueces en Inglaterra fueron 
percibidos como antimonárquicos y antifeudales a la época, lo que explica que los revolucionarios 
ingleses no los señalaron como sus enemigos y, por ende, se explica que en la tradición del common 
law no se desarrolló algo parecido a la teoría de las fuentes del derecho de raigambre francesa. Véase 
Bravo-Hurtado (2013), pp. 553-557.
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supuestamente por lo dispuesto en el inc. 2.° del art. 3 del Código Civil, que señala: 
“las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las causas 
en que actualmente se pronunciaren”.

Concordante con el aserto de que la jurisprudencia no constituye una fuen- 
te formal del derecho en el sistema, y sin negar su potencial valor moral o per-
suasivo, la cultura jurídica interna sostiene que, atendido lo dispuesto en el art. 3  
del Código Civil, nuestro sistema no conoce una doctrina de precedentes formal-
mente vinculantes o de stare decisis y, por lo tanto, los tribunales de justicia no es- 
tarían obligados a observar la interpretación de las leyes que ellos mismos sostu-
vieron en casos anteriores –autoprecedente93–, ni a obedecer las interpretaciones  
defendidas como auténticas o correctas por tribunales que se ubican en la escala 
superior de la jerarquía judicial –precedente vertical–94. De esta manera, el tér- 
mino precedente es mirado con sospecha por la cultura jurídica interna como un 
elemento extraño a la tradición jurídica del derecho civil continental, por opo- 
sición a su innegable vigencia en los sistemas jurídicos pertenecientes a la tradi
ción del common law95.

Ratifica lo anterior el hecho de que, durante la discusión relativa a la incorpo-
ración del recurso de casación en el fondo en nuestro ordenamiento, se rechazó 
como causal de dicho recurso la infracción a la “doctrina legal”, entendiéndose 
por tal aquella doctrina respecto de la interpretación de las leyes que hayan sos- 
tenido los tribunales de justicia en sus sentencias, por cuanto permitir dicha cau- 
sal equivaldría a otorgar al Poder Judicial facultades legislativas96.

En lo que aquí importa, la Corte Suprema ha demostrado recientemente 
que ella entiende –es decir, tiene la idea o creencia– que el sistema jurídico ha 
desterrado, sobre la base de lo dispuesto en el art. 3 del Código Civil, la doctrina del 
seguimiento de los precedentes jurisprudenciales tanto horizontales como verti- 
cales. 

Así, en dos casos en que recurrentes de casación en el fondo sostuvieron en 
apoyo de sus recursos que la interpretación de la ley aplicable por ellos defendida 
era congruente con la interpretación sostenida por la Corte Suprema en casos 
anteriores análogos a los suyos, y que constituiría una vulneración del principio 
la igualdad ante la ley el no atenerse a dichas interpretaciones, la segunda sala de 
la Corte Suprema desestimó la vinculatoriedad de sus propias sentencias –auto
precedente– señalando: 

93 Santiago Legarre y Julio Rivera también se refieren a la doctrina según la cual constituyen 
precedentes las decisiones emitidas por el mismo tribunal en casos pasados como precedente hori- 
zontal. Legarre y Rivera (2006), p. 113.

94 Ducci (1980), p. 134.
95 Legarre y Rivera (2006), p. 112; Accatino (2022), pp. 559-560; Pérez-Ragone (2016), 

p. 37.
96 Romero, Aguirrezábal y Baraona (2008), pp. 246-247.
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“cabe rechazar tal alegación dado el efecto relativo de las sentencias que 
consagra expresamente el artículo 3, inciso 2°, del Código Civil, princi- 
pio cuya vigencia múltiples normas procesales confirman, como por ejem- 
plo, el artículo 780 del Código de Procedimiento Civil y el artículo 376  
del Código Procesal Penal”

y que “en nuestro sistema jurídico el precedente judicial o derecho precedente 
no es una fuente formal de creación del Derecho”97.

En lo que respecta a la vinculatoriedad para los tribunales inferiores en je
rarquía de la interpretación de la ley que hace la Corte Suprema a través de sus 
fallos –precedente vertical–, Daniela Accatino anota que el Pleno de la Corte Su-
prema a través del acuerdo n.° 1450-2002 de fecha 19 de julio de 2002 adoptó una 
línea argumentativa similar a la ya señalada para negar la vinculatoriedad de los 
precedentes verticales de la propia Corte Suprema98. 

En efecto, frente a una petición de la segunda sala de la Corte Suprema con- 
sistente en precisar cuál es el alcance de las sentencias dictadas por dicha sala en 
virtud de lo dispuesto en el inc. 3 del art. 376 del Código Procesal Penal, en una si-
tuación en que juzgados de garantía decidían de modo contrario a los criterios ju- 
rídicos establecidos en las sentencias de dicha sala, el Pleno señaló: 

“conforme al artículo 3° del Código Civil, sólo corresponde al legislador 
explicar o interpretar la ley de un modo generalmente imperativo, y las 
sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las cau- 
sas en que actualmente se pronunciaren, y este precepto de carácter ge- 
neral no se encuentra modificado ni derogado por disposición alguna del 
Código Procesal Penal”.

Es importante destacar aquí, también, que la Corte Suprema entiende que 
una doctrina como la del seguimiento obligatorio de precedentes vinculantes es 
incompatible con el principio de independencia judicial interna99. La Corte Su-

97 A.A.R. con S.I.I. (2016); M.B.J.A. con S.I.I. (2019).  
98 Accatino (2002), pp. 577-578.
99 Flavia Carbonell sostiene que la independencia judicial sería una bandera enarbolada tam- 

bién por una parte de los jueces que integran las jerarquías inferiores del Poder Judicial frente a 
la posibilidad de existencia de precedentes vinculantes emanados de los tribunales superiores de 
justicia. Carbonell (2022), p. 13. Pablo Bravo-Hurtado también considera que en Chile “está instala- 
da la idea que la independencia judicial significa que el juez inferior es libre de tener su propio cri-
terio jurídico, distinto al de los superiores, y que no es criticable por eso”. Bravo-Hurtado (2013), 
p. 562.

La preminencia del principio de independencia judicial frente a la obligatoriedad de los  
precedentes emanados de los tribunales superiores de justicia también ha sido defendida por im- 
portantes sectores de la doctrina civil chilena. En este sentido, Pablo Rodríguez Grez, defendiendo 
que el recurso de casación en el fondo actualmente vigente en el Código de Procedimiento Civil per- 
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prema así lo ha señalado, cuando en el acuerdo del Pleno de 19 de julio de 2002  
indicó que la inexistencia de los precedentes verticales emanados de la propia 
Corte: 

“representa una garantía de la independencia de los jueces, que es ele-
mento fundamental para el desempeño de la función jurisdiccional, al no 
quedar sometido un tribunal inferior a otra imposición vinculante que  
no sea el peso y la fuerza de los razonamientos contenidos en la juris-
prudencia orientadora de una Corte Superior”100.

De manera más reciente, en un informe respecto de las indicaciones ingresa-
das por el Ejecutivo al proyecto de ley de Nuevo Código Procesal Civil en el año 2021,  
la Corte Suprema manifestó su parecer respecto del nuevo art. 431 propuesto101.  
Frente a la idea general detrás de este artículo consistente en que, en caso de exis- 
tir dispersión jurisprudencial respecto de una determinada materia de derecho 
originada en las salas de la Corte Suprema, la doctrina jurisprudencial fijada por  
la sentencia del Pleno que resuelve un recurso de casación en el fondo unificando  
la jurisprudencia no podrá ser modificada unilateralmente por una de las salas102, 
la Corte Suprema señaló que tal disposición 

mitía lograr la uniformidad de la interpretación de las leyes, es cuidadoso en señalar “de que no se  
trata de imponer forzosamente la interpretación establecida por la Corte Suprema y eliminar la in- 
dependencia interior de que gozan los jueces, todos los cuales conservan su plena potestad para 
aplicar la ley”. Rodríguez (2013), p. 18.

100 Accatino (2002), pp. 577-578.
101 El art. 431 del proyecto de ley de Nuevo Código Procesal Civil, tras las indicaciones del Eje- 

cutivo del año 2021, señala lo siguiente: “Artículo 431.- Unificación de la Doctrina Jurisprudencial. 
Cuando sobre la materia de derecho objeto del recurso existieren distintas doctrinas jurispruden
ciales establecidas por la Corte Suprema, el recurso de casación deberá ser conocido por el Pleno 
de este tribunal, integrado exclusivamente por miembros titulares.

En consecuencia, cada vez que sea declarado admisible un recurso de casación que estuvie- 
re comprendido en la circunstancia del inciso anterior, la Sala respectiva ordenará de oficio o a pe- 
tición de parte que el recurso sea conocido por el pleno del tribunal.

La doctrina jurisprudencial que se fije por el Pleno de la Corte Suprema unificando la ju- 
risprudencia no podrá ser modificada por las Salas de este tribunal. Si una Sala de la Corte Suprema 
dictare una sentencia contrariando la doctrina jurisprudencial fijada por el Pleno de este tribunal, 
las partes tendrán derecho a impugnarla ante ese mismo Pleno en un plazo de quince días contados 
desde la notificación de dicha sentencia, con el objeto de que sea anulada y se dicte la sentencia 
que correspondiere conforme a derecho.

No obstante lo anterior, la doctrina jurisprudencial fijada de conformidad con los incisos 
anteriores podrá ser modificada por el pleno de la Corte Suprema mediante resolución fundada”.

102 Este artículo, similar al actual art. 780 del Código de Procedimiento Civil, se redactó como una for- 
ma de evitar que ocurra el desconocimiento de la doctrina sentada en la sentencia del Pleno en G.G.  
con Fisco de Chile por la segunda sala de la Corte Suprema.

Artículos de doctrina

Revista Fueyo n.º 48 final.indd   207Revista Fueyo n.º 48 final.indd   207 28-08-26   19:3528-08-26   19:35



208

Matías Echeverría 	 RChDP n.º 48

“constituye una vulneración a la soberanía de los jueces, por cuanto im- 
pide la modificación de la doctrina jurisprudencial fijada por el pleno de 
la Corte Suprema”103.

A estas alturas se ha querido dejar en evidencia que la Corte Suprema ha de-
mostrado su compromiso con los postulados básicos de la teoría de las fuentes del 
derecho, cuyo origen se remonta al legalismo propio del siglo xix, según la cual 
la jurisprudencia no es fuente formal de derecho, lo que se opone de manera deci- 
dida a la doctrina de la obligatoriedad de los precedentes jurisprudenciales. No 
obstante, existe un elemento adicional que forma parte del sistema de ideas y creen- 
cias de la Corte Suprema que explica por qué ella no fue capaz de uniformar la 
interpretación de la ley en uso del conocimiento y resolución del recurso de casa- 
ción en el fondo por el Pleno.

Al respecto, no escapa a la literatura especializada el hecho de que hoy la Cor- 
te Suprema, en vez de desempeñar un único papel en nuestro sistema jurídico, 
cumple, por el contrario, con una multiplicidad de roles y funciones distintas que 
difícilmente resultan conciliables entre sí. De manera más inexplicable aún, el pa- 
pel que desempeña la Corte Suprema varía según la rama del derecho de que se 
trate. En efecto, la Corte Suprema se convierte en un tribunal de instancia cuan
do conoce del recurso de apelación en contra de las sentencias que fallan acciones 
de protección y de amparo constitucional, se erige como un tribunal que vela por 
la protección de los derechos y garantías fundamentales en el proceso penal, es  
una corte de casación cuando conoce del recurso de casación en el fondo en ma-
terias civiles, comerciales, de familia, ambientales y otros, y es una corte unifica- 
dora de jurisprudencia cuando conoce del recurso de unificación de jurispruden- 
cia laboral y del recurso de nulidad penal104.

La multiplicidad de roles asignada a la Corte Suprema, producto de la inca-
pacidad del legislador de asignarle una función o papel de carácter transversal  
en nuestro ordenamiento, es algo que confunde a la Corte en el entendimiento de 
su propia labor y posición en el sistema jurídico, lo que, en definitiva, perjudica 
su trabajo105.

103 Corte Suprema, oficio n.° 163-2021 de 6 de septiembre de 2021. Disponible en www.pjud. 
cl/prensa-y-comunicaciones/getRulingNew/5560 [fecha de consulta 19 de julio de 2026]. 

104 Becerra (2017), p. 235.
105 Marín (2017), pp. 159-160.
El exministro Sergio Muñoz señaló en el oficio n.° 163-2021 de la Corte Suprema, que aten

dido que el proyecto de ley que establece el Nuevo Código Procesal Civil es el último proyecto que pre- 
tende reformar el sistema procesal chileno, a su juicio resulta “conveniente que el legislador aborde 
de manera integral y reestructure un sistema único de procedimiento, tramitación y recurso para 
las distintas materias que trata”. Véase Corte Suprema, oficio n.° 163-2021 de 6 de septiembre de  
2021. Disponible en www.pjud.cl/prensa-y-comunicaciones/getRulingNew/5560 [fecha de con- 
sulta 19 de julio de 2026].
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Y esta indefinición del papel global que le compete a la Corte Suprema en el 
sistema luego se traduce en mayores confusiones respecto de la labor de la Corte  
cuando conoce y resuelve un recurso de casación en el fondo. 

Conocida es, al respecto, la tensión existente en la casación en el fondo entre los  
distintos valores que cautela tal recurso, puesto que se afirma que la casación ase
gura la vigencia de valores eminentemente públicos (ius constitutionis) tales como 
la defensa de la legalidad mediante la nomofilaxis, entendida como la anulación de 
las sentencias dictadas con infracción de ley, o la garantía de igualdad ante la ley 
mediante la producción de pautas uniformadas de interpretación de las leyes, 
pero también se señala que la casación en tanto recurso consiste en un acto jurí- 
dico procesal de parte agraviada y que, por tanto, busca la satisfacción de los in- 
tereses de las partes en el caso concreto (ius litigatoris)106.

El punto consiste en que, al día de hoy, y dado el contexto general de inde-
finición del papel que le compete a la Corte Suprema en el ordenamiento, todo 
apunta a que la casación en el fondo consiste en un instituto más inclinado a ga- 
rantizar el hacer justicia en el caso concreto en beneficio de las partes, que a la con- 
secución de intereses de relevancia pública como lograr la uniformidad de la ju- 
risprudencia107. En otras palabras, la Corte Suprema está abocada a la resolución 
de casos concretos, nada más ni nada menos. Así lo señaló tajantemente un mi- 
nistro vocero de la Corte Suprema en el año 2019: “nosotros estamos frente al 
caso concreto y lo resolvemos”108.

En resumidas cuentas, la cultura jurídica interna de la Corte Suprema –sus 
ideas y creencias de sí misma– se caracteriza hoy por su adhesión irrestricta a la 
teoría de las fuentes del derecho, que no reconoce el carácter de fuente formal de 
derecho a la jurisprudencia, oponiendo la noción de independencia judicial fren- 
te a la observación de precedentes verticales como horizontales, entendiendo que  
su labor fundamental no se distingue de lo que hacen otros tribunales de instancia 
en lo medular, que es resolver casos concretos.

Desde esta perspectiva, es evidente que un mecanismo de unificación de juris- 
prudencia como el dispuesto en el art. 780 del Código de Procedimiento Civil no cum- 
pliría con su propósito, puesto que su incorporación en el sistema no estuvo acom- 
pañada de un cambio cultural de la propia Corte. En este esquema de cosas, la 
sentencia del Pleno de la Corte Suprema es tan solo una sentencia más, que tie- 
 

106 Esta tensión no es exclusiva del instituto específico del recurso de casación en el fondo, sino 
que, también, está presente en la discusión de las funciones generales que cumplen las Cortes Su- 
premas a nivel de derecho comparado. Es más, los propósitos de las Cortes Supremas cuando des- 
arrollan sus funciones cautelan, al mismo tiempo, tanto intereses públicos como privados. Véase al 
respecto Kern (2016), p. 56 y ss.

107 Véase en este sentido Pérez-Ragone (2016), p. 32; Delgado (2017), p. 123; Núñez y Carras- 
co (2022), p. 121.

108 “Vocero de la Corte: ‘Nosotros estamos frente al caso concreto y lo resolvemos’” (2019).
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ne por objetivo decidir un caso particular, con la única peculiaridad de que es 
dictada por el Pleno y no por una sala de la Corte.

Que el fondo del asunto no se limite a un fenómeno normativo, sino que cultu- 
ral109, se comprueba observando la experiencia de un tribunal diverso de la Cor- 
te Suprema, que ha demostrado la adopción de una incipiente práctica de ob-
servar sus propios precedentes, sin necesidad de estar dotado de reglas positivas 
que establezcan deberes u otros mecanismos inclinados en dicho sentido, el Tri- 
bunal Constitucional.

Como señala José García110, el Tribunal Constitucional chileno viene siguien
do de manera explícita sus propios precedentes desde la década de 2000. Las for- 
mas de esta práctica del Tribunal Constitucional van desde aquellas que son sim
ples, consistentes en la constatación por el tribunal de la jurisprudencia existente  
respecto de una determinada materia111, a aquellas complejas, caracterizadas por  
situaciones en que el tribunal sostiene la existencia de una regla particular utili
zada anteriormente, la cual resulta vinculante para la resolución del caso al que  
se ve enfrentado el Tribunal Constitucional en un momento dado112.

Lo que resulta interesante destacar en este punto es que esta práctica o doc- 
trina jurídica habría sido desarrollada por el Tribunal Constitucional de manera 
completamente espontánea, es decir, en ausencia de un mandato constitucional o 
del legislador dirigido a este tribunal para lograr tal efecto. Ha sido el propio Tri
bunal Constitucional el que ha creído en el valor asociado a seguir sus propios pre- 
cedentes.

Corrobora lo anterior el hecho de que en una de las últimas reformas a la 
Ley n.° 17997 orgánica constitucional del Tribunal Constitucional, mediante el 
proyecto de ley Boletín n.° 4059-07, se propuso por el Ejecutivo de la época que el 
Tribunal Constitucional quedare “vinculado por sus precedentes, sin perjuicio de 
cambiar lo resuelto con anterioridad, por razones fundadas”, logrando con ello: 

“la necesaria estabilidad y certeza jurídica para las decisiones de los órga- 
nos del Estado, considerando que todos ellos quedan obligados por las 
sentencias del Tribunal”113. 

Se afirma en el mensaje de tal proyecto de ley, además, que consagrando po- 
sitivamente el deber del Tribunal Constitucional de seguir sus propios preceden
tes se estaría recogiendo una doctrina desarrollada por este propio tribunal.

109 Díaz (2015), p. 162.
110 García (2018), pp. 247-262.
111 Op. cit., p. 249.
112 García (2018), pp. 252-253.
113 Mensaje del Ejecutivo n.° 432-353 de 7 de diciembre de 2005, pp. 10-11.
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Estas propuestas no prosperaron en el proyecto final, consolidándose que la 
sentencia que pronuncia el Tribunal Constitucional en sede de inaplicabilidad por  
inconstitucionalidad solo tenga efectos en el asunto particular en que se haya so- 
licitado su intervención114. Aun así, y de manera paradójica, el Tribunal Consti
tucional desarrolló de facto la práctica de seguir sus propios precedentes115.

No pretendemos, por supuesto, homologar a la Corte Suprema con el Tribu-
nal Constitucional. Ambos son tribunales distintos, con orígenes históricos y cul-
turales disímiles entre sí, y que desempeñan papeles y funciones completamente 
diferentes. Sin embargo, el punto se sostiene de igual manera. Tan relevantes para 
la práctica de los tribunales parecen ser los dispositivos y mecanismos legales con 
los cuales ellos cuentan para alcanzar sus cometidos, como las ideas y creencias 
que estos tienen respecto de sus propias funciones.

Esto, sin duda, tiene una proyección hacia el futuro respecto de eventuales re- 
formas legales a los modos de conocimiento –los recursos procesales– que tienen 
los tribunales superiores de justicia, y en especial respecto de la Corte Suprema,  
para conocer de distintos asuntos que les sean asignados, donde probablemente 
las reformas legales que innoven respecto del papel asignado a estos tribunales 
serán exitosas en la medida en que aquellas estén acompañadas por una efectiva 
toma de conciencia116, es decir, de la interiorización o adopción real de los valores 
que subyacen a estas innovaciones legales de parte de los tribunales destinados 
a darles aplicación.

V. En defensa de la unificación 
de jurisprudencia

La situación actual del debate respecto de la interrupción civil de la prescripción 
extintiva es un síntoma mayor respecto del estado en el que se encuentra la ju- 
risprudencia que emana de la Corte Suprema, en circunstancias de que, el día de 
mañana, la falta de predictibilidad en la interpretación y aplicación de las reglas 
que gobiernan dicha institución –producto de la dispersión jurisprudencial que 
tiene su origen en la misma Corte– puede llegar a extenderse a otras instituciones 
del derecho privado chileno. Esto parece difícilmente defendible, desde el punto 
de vista de los valores que el ordenamiento jurídico en su conjunto considera que  
son dignos de garantizar.

El propósito del legislador de otorgarle a la Corte Suprema el papel de lo- 
grar la uniformidad de la interpretación de las leyes, una nota transversal a las re- 
formas procesales de las últimas décadas, es en este sentido correcto. La disper-

114 Ley n.° 17997, art. 92: “La sentencia que declare la inaplicabilidad solo producirá efectos 
en el juicio en que se solicite”.

115 García (2018), pp. 248-249.
116 Núñez y Pérez-Ragone (2015), p. 358.
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sión jurisprudencial, con independencia del área concreta del derecho de que se  
trate, es un problema que debe ser abordado de manera adecuada, contando con  
mecanismos legales que sean eficaces en lograr su propósito de unificar la jurispru
dencia, aportando previsibilidad en la interpretación y aplicación del derecho, au-
mentando la confianza pública en el sistema jurídico en su conjunto117, el que no es 
sino uno de los pilares fundamentales de sociedades que aspiran a desarrollarse con 
estabilidad y prosperidad económica118.

Con particular énfasis en lo dispuesto en el art. 780 del Código de Procedimiento 
Civil, se ha demostrado que, sin embargo, no basta con incorporar estos mecanis- 
mos legales en nuestras leyes de procedimiento, sino que para que estas sean real-
mente efectivas deben estar acompañadas por un cambio de la cultura jurídica 
de los tribunales llamados a darles aplicación.

Pese a nuestra cultura jurídica interna marcadamente legalista, de manera pa- 
radójica la Corte Suprema no supo, o no quiso, alcanzar los propósitos del legis- 
lador que se desprenden de mecanismos tales como el art. 780 del Código de Proce- 
dimiento Civil. Las ideas y creencias de la Corte Suprema compartidas también por 
el resto de los tribunales que conforman el Poder Judicial chileno, son aquellas que  
impidieron que las sentencias del Pleno fuesen eficaces para uniformar la juris
prudencia existente en materias de imprescriptibilidad de acciones civiles en con- 
tra del fisco por delitos penales cometidos por agentes del Estado e interrupción 
civil de la prescripción extintiva de acciones civiles.

Son estas creencias arraigadas en el ideario de la Corte Suprema, consistentes 
en que obedecer las interpretaciones legales sentadas por el Pleno equivale a in
corporar una regla de seguimiento obligatorio de precedentes jurisprudenciales 
que es incompatible con la teoría de las fuentes del derecho y el principio de inde- 
pendencia judicial, las que deben ser superadas en alguna medida significativa 
para que los mecanismos del legislador se vuelvan útiles.

Respecto de estas dos ideas, ya se han propuesto bases para superarlas en su  
formulación tradicional, al menos.

Por una parte, la teoría de las fuentes del derecho propia de nuestra tradición 
jurídica puede dejar de ser concebida en términos binarios –aquella que sin más 
señala que la jurisprudencia no es fuente formal del derecho–, dejando espacio 
para la admisión de que la jurisprudencia puede asumir diversos grados de vincu- 
latoriedad distintos al más intenso, el de los precedentes formalmente vinculantes, 
pero suficientemente persuasivos –lo que de hecho existe en esta tradición119–, 

117 Kern (2016), p. 58.
118 Op. cit., p. 61.
119 Pablo Bravo-Hurtado, reproduciendo las conclusiones de MacCormick y Summers, des- 

taca como los precedentes jurisprudenciales ya forman parte no solo de los sistemas jurídicos de 
los países que forman parte de la tradición del common law, sino, también, de los países adscritos a 
la tradición del derecho civil continental. Véase Bravo-Hurtado (2013), p. 560. También Acca- 
tino (2002), pp. 560-561.
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de manera tal que los tribunales que desearen tomar distancia de las líneas juris- 
prudenciales establecidas y aplicables a un caso concreto se vean en la necesidad 
de justificar de manera adecuada por qué se apartan de las mismas, introducien-
do un grado de predictibilidad y racionalidad en la operación del sistema que 
actualmente dista de existir120. En resumidas cuentas, los tribunales superiores 
de justicia pueden dictar sentencias que tengan el valor de precedentes, si bien  
no en un grado sumo, lo que permitiría unificar la jurisprudencia y, al mismo  
tiempo, conservar la teoría de las fuentes del derecho, sin infringir el espíritu del 
art. 3 del Código Civil ni tener que reformarlo por vía legislativa121.

Asimismo, no sería óbice para reconocerle el valor de precedente a la sentencia 
dictada por el Pleno de la Corte Suprema aquello que está dispuesto en el inc. 2.°  
del art. 3 del Código Civil, puesto que tal disposición solo estaría refiriéndose al efec- 
to relativo de la cosa juzgada de una sentencia en particular122.

Por otra parte, el establecimiento de un sistema de seguimiento de precedentes  
no necesariamente acarrea problemas desde el punto de vista de garantizar la inde- 
pendencia judicial interna de los jueces123.

Al respecto, señala Álvaro Núñez que las formas clásicas de atentar contra la 
independencia de los jueces, tales como el establecimiento de incentivos, premios,  
amenazas y sanciones a jueces para fallar en un determinado sentido, o que su-
periores jerárquicos se comuniquen directamente con jueces de un grado inferior  
para darles órdenes en torno a resolver un caso particular en la manera que ellos 
señalan, poco o nada tienen que ver con lo que él denomina un sistema de pre- 
cedentes124. Ello es así porque, en un sistema de precedentes en grado de vincu
lación formal, la consecuencia de no seguir el precedente consiste en que la senten-
cia que lo infrinja puede ser anulada mediante el ejercicio de un recurso procesal, 
no redundando en la aplicación de una sanción al juez que dicta la sentencia in- 
fractora del precedente125. Por otro lado, un precedente no consiste en una orden  
individual de un superior jerárquico para resolver un asunto determinado en  
un sentido particular, sino que para este autor consiste en una norma de carácter 
general que regula un supuesto de hecho y que está dirigida a la totalidad de los 
jueces126.

120 Fundamental a este respecto Bravo-Hurtado (2013), p. 560 y ss.
121 Op. cit., pp. 568-571.
122 Romero (2004), pp. 51-52.
123 Notable resulta al respecto que, al menos en lo que se refiere a las razones que señala la Cor- 

te Suprema para oponerse a atribuirle a la jurisprudencia de los tribunales superiores de justicia el 
carácter de precedentes, esta no señala de qué manera específica se lesionaría la independencia ju- 
dicial por la adopción de un sistema tal.

124 También en este sentido Díaz (2015), pp. 147-148.
125 Núñez (2020), p. 321.
126 Op. cit., p. 323.
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Finalmente, señala Álvaro Núñez que aquello que él denomina precedentes 
interpretativos, aquellas normas generales que establecen los tribunales ubicados 
en la cúspide del Poder Judicial respecto de la manera en que se han de interpre
tar y construir normas jurídicas, sí puede considerarse como potencialmente 
lesivo de la independencia judicial interna. Pero si los fundamentos que sostienen 
la noción de independencia judicial interna son la separación de poderes (en tan-
to respeto a la voluntad del legislador) y la igualdad ante la ley, indica este autor 
que la atribución de una competencia no revisable a los jueces para interpretar 
y aplicar el derecho, como contracara de la ausencia de precedentes interpreta
tivos en un sistema, sería difícilmente justificable a la luz de esos mismos funda
mentos127. En varios sentidos, asimismo, un sistema de precedentes sí constituye  
una manera adecuada de resguardar valores tales como la separación de poderes 
y la igualdad ante la ley128.

Conclusiones

Treinta años después de publicada la Ley n.° 19374, el art. 780 del Código de Proce-
dimiento Civil no cumplió sus propósitos de unificar la jurisprudencia en materias 
civiles y comerciales.

En parte, ello es así por responsabilidad del propio legislador, quien no ad-
virtió que la especialización de las salas de la Corte Suprema mitigaría en buena 
medida el riesgo de dictación por las distintas salas de sentencias contradictorias 
entre sí, y al supeditar el funcionamiento de este mecanismo a la solicitud de parte, 
en circunstancias que los litigantes no han demostrado mayor interés en él, lo que 
se demuestra con el escaso número de sentencias dictadas por el Pleno desde la 
publicación de la ley.

Pero, también, este resultado se explica atendida la cultura jurídica interna 
hoy imperante en la Corte Suprema que, pese a habérsele asignado por parte del  
legislador un papel de ser una corte unificadora de jurisprudencia, el que conti-
núa profundizándose en el proyecto de ley de Nuevo Código Procesal Civil, no parece  
terminar de convencer a una corte que “cual pluma al viento, cambia de acento 
y pensamiento”.
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